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Urbe y
el 2020
Juan Manuel Valdes 
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En este 2020, uno de los más complejos que la Humanidad haya atravesado, Fundación 
Urbe cierra uno de sus años más prolíficos. Iniciamos una serie de conversatorios sobre los 
principales desafíos de Buenos Aires sintiéndola -y buscando comprenderla- más allá de 
sus límites administrativos, que no dejan de ser convenciones políticas, construcciones his-
tóricas cuya funcionalidad pueden ser re-evaluadas cuando lo consideremos adecuado. Al 
primer dossier sobre el impacto de la pandemia del COVID-19 en nuestros escenarios so-
ciales, continuamos con el lanzamiento de la serie Documentos de trabajo sobre problemáticas 
comunes al AMBA, con el que buscamos construir un repositorio de reflexiones con densidad 
técnica y compromiso político. Reconocemos en las profundas desigualdades que atraviesan 
nuestros territorios el desafío más relevante para la democracia en esta instancia del siglo 
XXI, y queremos aportar para ser parte de las soluciones que -indudablemente- nuestra so-
ciedad se irá dando progresivamente. Recientemente, fuimos honrados con la responsabili-
dad de ser parte del entramado de organizaciones de la sociedad civil que trabajarán, junto a 
diferentes organismos públicos, en la confección del Plan Nacional de Suelo Urbano. Es una 
muestra de lo que venimos planificando de cara al 2021, año bisagra en términos de demos-
trar cuanto pudimos aprender colectivamente de esta experiencia trágica que atravesamos.

En cuanto al documento que presentamos hoy, nuevamente contamos con los aportes 
de profesionales de gran experiencia y dedicación, tanto del registro nacional como inter-
nacional. Agradeciendo a Juan Arcaute por la compilación del número, y al equipo de ges-
tión de la Fundación que produce un nuevo insumo para discutir la ciudad que soñamos 
construir, quiero destacar que la tríada temática con la que comenzamos este camino no 
es fortuita: entendemos que en la dialéctica entre ambiente, salud y cultura pueden darse 
algunas de las mejores discusiones para construir ese futuro superador al que aspiramos.

Confiando en que Urbe se encuentra en el camino correcto para avanzar hacia el, apro-
vecho para agradecerles sean parte de esta experiencia.

Licenciado en Letras (UBA), legislador por la Ciudad de Buenos Aires y miembro del Consejo Directivo de la Fundación Urbe
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Pensar la cultura en 
clave de derechos
Federico Escribal
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Así como los territorios productivos, y los Estados, la cultura también fue apropiada por parte 
de ciertos sectores que detentan el verdadero poder en nuestro continente. Como reflejo de 
la taxonomía social que el imperialismo instaló en el “tercer mundo” con la idea de raza, para 
poder saquearlo -explotación mediante-, la grieta estructurante entre civilización y barbarie 
que crearon los tipos que se adueñaron de la naciente Argentina dejó “la Cultura” del lado del 
poder, y condenó las identidades-otras, sus prácticas culturales y su producción simbólica al 
prejuicio y la invisibilidad. Admirando lo ajeno, sintiéndose parte de una tierra que no es la pro-
pia, su encandilamiento con el iluminismo europeo los invitó irreflexivamente a engañarse que 
hacían Patria regalándola, y a rechazar lo que la Patria concretamente es, blindando la matriz 
colonial de nuestra historia. Esta apertura (en términos ajedrecísticos) consolidó a través de 
este aparato del sentido las inequidades que regulan nuestra vida social. Ante este escena-
rio, quienes cuestionamos esta matriz nos hemos tentado con apropiarnos de la barbarie 
como marco identitario, buscando reconfigurar su sentido: haciendo del agravio, elogio. Pero 
el carácter popular de nuestro movimiento no debe invitarnos a olvidar su otra dimensión: lo 
nacional. En una antigua entrevista, nuestro pintor insignia -Daniel Santoro- advertía que el 
peronismo era libros y alpargatas. Entendiendo esto, tenemos que lograr hacerlo músculo. 

La institucionalidad cultural argentina fue moldeada por el Estado liberal, a partir de una 
mirada restrictiva de lo cultural, que homologa cultura con determinado capital cultural (el 
de la aristocracia urbana, vg. los cultos). El ejemplo más claro de esto es que llegamos a la 
tercera década del siglo XXI con un grueso de las instituciones culturales nacionales en el 
barrio de la Recoleta1, financiadas federalmente pero no necesariamente disfrutadas por 

1	  Sin repetir y sin soplar: Casa Nacional de Cultura (Avenida Alvear y Rodriguez Peña), el Palacio Nacional de las Artes -po-
pularmente conocido como Palais de Glace gracias a las “familias bien”, anglófilas en lo político y francófilas en lo cultural (Posadas y 
Eduardo Schiaffino); el Museo Nacional de Bellas Artes (Av. Libertador y Pueyrredón), la Biblioteca Nacional (Las Heras y Aguero), el 
Museo Nacional de Arte Decorativo (Av. Libertador y Pereyra Lucena).

Gestor cultural (UNTREF) especializado en políticas culturales, diversidad y derechos culturales. Docente de la cátedra Kusch del departa-
mento de Folklore en la Universidad Nacional de las Artes, ha sido docente invitado en la Universidad Nacional de Colombia. Investiga temas 
vinculados a la educación artística y las políticas culturales sindicales en revistas nacionales e internacionales. Actualmente se desempeña 
como asesor en el programa Argentina Futura de la Jefatura de Gabinete de Ministros.
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todes. Ese centralismo -calificado de maldición por Rubens Bayardo, quien escribe en este 
número2- se reproduce en una lógica de mamushka en nuestros territorios: en CABA, por 
ejemplo el Teatro Colón -llevándose entre el 25% y el 40% del presupuesto de Cultura de 
la Ciudad- sigue siendo largamente desconocido e intransitado no solo para la mayoría de 
las argentinas y argentinos, sino incluso de les porteñes3. 

El Estado comenzó a desarrollar políticas culturales, tal como las entendemos hoy, a 
partir de la institución de los derechos de segundo grado nacidos con la efervescencia del 
internacionalismo que cristalizó en las Naciones Unidas la energía creadora con la que 
la Humanidad buscó sobreponerse a la insensatez de la Segunda Guerra Mundial. Hasta 
ese momento, con los derechos de primera generación, los Estados habían asumido la 
necesidad de no avasallar a sus ciudadanos en tanto individuos en determinados regis-
tros; con los de segunda, comenzaban a asumir la responsabilidad de generar estánda-
res mínimos en agendas de bien común, como la salud, la educación o la cultura. Cuando 
esta responsabilidad fue traducida en los Estados -aunque enfocaremos en el argen-
tino- “lo cultural” se restringió a “lo artístico”, gracias al marco ideológico supremacista 
civilizatorio. Los fondos públicos comenzaron a ser asignados a la reproducción de los 
circuitos establecidos de los lenguajes artísticos, junto a sus instancias de exhibición y 
legitimación. Cuando este modelo comienza a tensionarse -desde perspectivas progre-
sistas, generalmente, dado que, como reflejo interno del cisma civilizatorio, aún dentro 
del movimiento nacional-popular se cree que los peronistas no son aptos para gestio-
nar desde el sector público la cultura- generalmente se lo hace desde una mirada que 
reproduce la matriz: se busca “llevar la cultura a los barrios”, sin preguntarse qué cultura 
se lleva (y cuál no), ni mucho menos por que se debiera “llevar” cultura a un lugar que 
tiene la propia. A esto se le ha dado en llamar democratización cultural y termina siendo 
un placebo que nos roba tiempo para dar las transformaciones necesarias.

La Última Dictadura Cívico-Militar instaló el miedo como motor de su política cultural4 -cen-
surando, quemando libros, persiguiendo y desapareciendo artistas y pensadores-, y cuando 
logramos recuperar la democracia todos los esfuerzos fueron orientados a sostenerla: recu-
perar el espacio público y ocuparlo masivamente, construyendo con la confluencia humana 
sentido social fue el objetivo legítimo para las políticas culturales del momento. Esto derivó 
en un eventismo que -una vez superada esa etapa- desvirtuó la función del aparato cultu-
ral público, que se fue mimetizando demasiado con la propuesta del mercado, frente a la 
que debiera ser alternativa5. Si no comprendemos como movimiento político que la gestión 

2	  “La maldición del centralismo”, Revista Eñe, 2008, pp. 10-11.

3	  La Ciudad de Buenos Aires esconde su brutal grieta de acceso -entre Norte y Sur de la Ciudad- aprovechando el empla-
zamiento de la Usina del Arte en esta última, lo que les permite mostrar estadística cultural más equilibrada, invisibilizando que la 
inmensa mayoría de las y los habitantes de las Comunas del sur de la Ciudad carecen de infraestructura y servicios culturales dignos 
(Romina Corvalán, conversación telefónica).

4	  Romero, F. (2005). Culturicidio: Historia de la educación argentina (1966-2004). Librería de la Paz.

5	  Chaui, M. (2008). Cultura e democracia. Crítica y emancipación: Revista latinoamericana de Ciencias Sociales, 1(1), 53-76.
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cultural debe buscar transformar las tramas de sentido donde se sostiene la práctica social 
(y política) cotidiana, debiéramos dejar de invertir en cultura. A la hora de pensar en la inclu-
sión, las miradas progresistas que han tendido a imperar en el diseño e implementación de 
la política cultural (aunque, en realidad, no lograron trascender la administración de éstas 
políticas en marcos pre-existentes) lograron llegar a pensar en que una mayor circulación 
de contenidos por los territorios nacionales, históricamente privados de determinado flujo 
de experiencias culturales, alcanzaba para revertir el centralismo. Esta mirada condenó a las 
mayorías a -en el mejor de los casos- ser consumidores de bienes y experiencias culturales, 
pero no logró atender su participación plena en la vida cultural como productores simbóli-
cos. Mucho menos generar circuitos y mercados para que esta producción fluya en igualdad 
de condiciones con aquella que se impone desde el tándem industria cultural / medios de 
comunicación. La forma en la que nuestra comunidades vive, siente, se piensa, piensa con 
los otros, se siente y piensa parte de la Patria, suele tener poco apoyo -privado, o público- 
para hacerse ver y hacerse valer. Si a efectos políticos “La Patria es el otro”, en cultura nos ha 
sobrado “Cultura para todos”, sin necesariamente entender que “La Patria somos nosotros, los 
argentinos”, con la enorme diversidad que esto conlleva.

Desde este entendimiento, venimos planteando la necesidad de que los Estados asuman 
a la cultura en perspectiva de derechos, y desde allí se piensen nuevamente las políticas 
culturales, estructuralmente. El derecho a la identidad (cultural), el derecho al patrimonio, 
el derecho a la plena participación en la vida cultural (oír, y ser oído), son derechos fun-
damentales, inalienables, y -en nuestro país- de rango constitucional. Se debe partir del 
diagnóstico sobre el grado de garantía de esos derechos en cada comunidad, consideran-
do a cada colectivo. Desde esta perspectiva -sensible a la vinculación irrenunciable entre 
cultura y territorio- pueden elaborarse políticas que rompan la matriz de la distinción civi-
lizatoria, y barran con ella los resabios de la colonialidad, como la discriminación. Empode-
rar a la ciudadanía en este registro ayudaría también a cumplir con los compromisos asu-
midos con los artistas y su condición: en un país en el que la cultura aporta actualmente el 
1.6% del PBI, es traumático que la mayoría de quienes quieren dedicarse profesionalmente 
a las artes y la cultura perciba que es económicamente insustentable, y que otra mayoría, 
la de quienes deciden hacerlo, demuestre que es así. La distribución de la renta simbólica 
tiene que ponerse en discusión, en momentos en los que es crecientemente apropiada no 
solamente por el capital transnacional, sino por cada vez menos plataformas.

Esa Argentina solidaria, plural, democrática y justa que las argentinas y los argentinos nos 
merecemos solo puede construirse desmontando el sistema de construcción de sentido 
que nos envenena, generando en su reemplazo uno que promueva la justicia estética en 
clave intercultural, en el que realmente cada uno valga por lo que es, y el resto estemos de-
seantes de conocerlo para enriquecernos. Valga este volúmen para aportar a esta discusión.
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Ciudad, cultura, 
derechos
Un mapa actualizado

Juan Arcaute
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La dimensión política de la cultura y sus discusiones atraviesa esta nueva edición de los 
Documentos de trabajo sobre problemáticas comunes al AMBA de la Fundación Urbe. Como 
verán recorriendo sus artículos, los desafíos que atraviesan las ciudades a la hora de 
garantizar los derechos culturales de su ciudadanía están indiscutiblemente vinculados 
con la forma en la que se articula tradición e innovación. Complementariamente, las po-
líticas culturales tienen la responsabilidad de estimular la reflexión social a través de las 
artes, pero -como profundizarán los autores a lo largo del ejemplar- existe consenso de 
que no pueden seguir limitándose a la administración de los circuitos artísticos. Sin una 
mirada que integre los derechos culturales a los humanos, los económicos, los civiles 
y los sociales, el acceso a ellos sólo servirá para profundizar un modelo agotado y las 
desigualdades que lo sustentan.

Estamos profundamente agradecidos a las y los autores que se comprometieron con 
la convocatoria, especialmente en momentos tan complejos como el actual. Que desde 
sus trayectorias busquen seguir dando las discusiones necesarias -y hasta urgentes- 
habla del estadio de efervescencia que atraviesa el campo de la gestión cultural, propio 
de los albores de un cambio de paradigma. Esperamos desde este número estar apor-
tando a calibrarlo, acelerarlo, y dejar impresas nuestras huellas dactilares en el proceso, 
como signo de identidad.

Iniciando la compilación, el Director de la Carrera de Especialización en Gestión Cultural 
y Políticas Culturales (IDAES-UNSAM), Rubens Bayardo, introduce una reflexión situada 
en la realidad de Buenos Aires, desde un enfoque centrado en el derecho a la ciudad. Ana-
lizando las prioridades del gobierno municipal porteño en relación a la cultura, concluye 

Licenciado en Relaciones Internacionales (UTDT) con posgrados en Gestión y Administración Cultural (UNSAM – UBA). Trabajó más de 20 
años en el sector público en temas de su especialidad en la Cancillería, Cultura de Nación, la Biblioteca Nacional, la Legislatura porteña, y la 
CONABIP, entre otras áreas. Es miembro fundador de la Plataforma Federal de Cultura, coordina el área de Cultura de la Fundación URBE y 
conduce el proyecto independiente PL@N app.
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que -más allá de las narrativas pomposas como las de ciudad creativa- el sostenimiento 
de lo cultural en todas sus dimensiones cae sobre los hombros de los creadores y orga-
nizaciones con poco acceso al financiamiento, restringiendo de hecho la diversidad en el 
acceso a bienes y servicios culturales. Para contrarrestar esta inercia, sugiere apuntalar 
los procesos de participación colectiva. Manuela Bares Peralta y Renato Berrino Malac-
corto -miembros de Abogades Culturales- aportan un análisis presupuestario del gasto 
del GCBA en Cultura que sustenta las miradas de Bayardo. Complementariamente, Lari-
sa Rivarola analiza los (escasos) avances que la política cultural pública porteña eviden-
cia en términos de enfoque de derechos a (algo más de) una década de la sanción de la 
Ley N°2176 de Derechos Culturales en la Ciudad de Buenos Aires, y Romina Corvalán 
contextualiza la situación de emergencia del sector ante la confluencia de la precariedad 
estructural, la crisis pandémica, y la inacción del Gobierno de la Ciudad a través de su 
Ministerio de Cultura.  

“Mame” Bianchi, presidenta de la Comisión Nacional de Bibliotecas Populares, reflexiona 
sobre cómo pueden aportar éstas en el fortalecimiento de una cultura de la solidaridad, 
entendiéndola necesaria: siempre, pero especialmente en el escenario que nos espera 
“a la salida” de la actual crisis pandémica global. Rompiendo con la zoncera de que las 
Bibliotecas son parte del pasado, nos invita a repensar los cambios que necesita atrave-
sar la promoción cultural para aportar a la construcción de un futuro deseable.

Desde Barcelona, Nicolas Barbieri nos acerca la experiencia de la Encuesta sobre Par-
ticipación Cultural que el gobierno local instrumentó en 2019, que busca transformar 
ciertos enfoques heredados de la perspectiva iluminista que homologa cultura con ar-
tes, centrada exclusivamente en determinados patrimonios. En la búsqueda de percibir 
profunda y complejamente la fenomenología de lo cultural respetando la heterogenei-
dad de prácticas del sentido que transitan las y los ciudadanos de Barcelona (incluyen-
do el circuito oficial, pero a la vez excediéndolo), generan un insumo trascendente para 
cambiar el enfoque con el que los Estados dan cuenta de los compromisos asumidos 
con su ciudadanía en el terreno de lo cultural. Rompiendo los límites que se introducen 
al pensar en “audiencias” en lugar de pensar en “comunidades”, la encuesta da cuenta 
de las desigualdades que el autor propone asumir como epicentro de la política cultural 
pública. El autor participó en tanto funcionario municipal de la experiencia.

Estas desigualdades se encuentran complejamente intervenidas por el avance de la di-
gitalización, que -al potenciar la producción, reproducción y difusión de contenidos e 
información (verdadera o no) a muy bajo costo- propicia la irrupción de plataformas co-
merciales de escala creciente. Ana Sanllorenti profundiza sobre las tensiones entre el 
régimen de propiedad intelectual y el acceso a la cultura, Pablo Ladizesky retoma esta 
cuestión, problematizando la cuestión de la retribución en épocas de proyecciones digi-
tales en vivo (streaming, en inglés). La clave para situarse en la discusión, es no dejarse 
engañar por quienes equiparan el derecho al acceso a la cultura con el derecho de explo-
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tación monopólica de la obra, cuando lo que corresponde -en todo caso- es contrastarlo 
con el derecho del artista / creador de vivir dignamente. Esta discusión resulta central en 
un escenario en el que, mientras reconocemos un aporte de la cultura al PBI en torno de 
los 3%, una mayoría de los creadores no puede vivir dignamente de su trabajo. La discu-
sión de la distribución del ingreso, siempre central, lo es aún más en el campo cultural.

Por último, Walter Bosisio, Director de DDHH de la Universidad Nacional Arturo Jauret-
che, describe el desarrollo histórico de los Derechos culturales, y describe algunas de 
sus características más relevantes para guiar la acción política de los defensores de los 
derechos culturales a quienes se refirió en su último informe la Relatora especial para la 
UNESCO en materia de DDCC, Karine Bennoune. Lucía Colombato, Secretaria de Inves-
tigación y Posgrado de la Facultad de Ciencias Económicas y Jurídicas de la UNLPam, 
completa el dossier proponiendo medidas para avanzar en la garantía de la la dimen-
sión participativa de los Derechos Culturales, entendiendo que éstos pueden cumplir un 
rol estratégico en un proyecto emancipador intercultural de derechos humano. En este 
registro, identifica que el uso del espacio público y el fomento de la participación ciuda-
dana resultan centrales para repensar la política cultural.

Este volumen representa el cierre de un intenso año de trabajo en nuestra Fundación, 
así como un programa para planificar lo que viene por delante. Con esta carta de nave-
gación en la mano, nos adentraremos en el futuro. Esperamos que podamos hacerlo 
junto a ustedes.
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Buenos 
Aires, 
los derechos 
culturales y el 
derecho a la 
ciudad 

Rubens Bayardo
Doctor en Filosofía y Letras, Área Antropología, UBA. Docente e In-
vestigador en Economía de la Cultura, Políticas Culturales y Gestión 
Cultural. Director del Programa de Antropología de la Cultura, FFyL-
UBA. Director de la Carrera de Especialización en Gestión Cultural y 
Políticas Culturales, IDAES-UNSAM.
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La actual crisis sanitaria y económica global ligada a agentes patógenos respiratorios 
-preanunciada en la década pasada por el H1N1 y el Ébola- fue prevista (Gates 2017, 
OMS 2019) e ignorada en el mundo por los actores de mayor magnitud de Estados y 
mercados. Pero la expansión a como dé lugar de las fronteras agrícola y humana, aso-
ciada a la explotación ilimitada de los recursos naturales y del trabajo social, y el conse-
cuente deterioro ecológico y socioambiental (que favorece estas epidemias junto a otros 
desastres) ya se difundían en el Informe del Club de Roma de 1972. Poco ha servido su 
conocimiento frente a los intereses económicos y políticos prevalentes. 

Es casi imposible pensar el futuro de la ciudad por fuera de la actualidad punzante del 
COVID-19, que puso negro sobre blanco procesos anteriores y conocidos, pero públi-
camente no registrados, banalizados o invisibilizados, como la desigualdad y el déficit 
democrático. Para referirnos concretamente a la cultura y a nuestro país, aquí se hizo 
evidente la indefensión de creadores, productores e intermediarios culturales, anclada 
en una crónica precariedad laboral y en la falta de conocimientos y datos sobre diversos 
dominios culturales y sobre los trabajadores, que permitieran implementar medidas rá-
pidas de contención (MCN 2020 mitiga ausencias de información). Aun cuando ya en los 
90’ la cultura fuera postulada como base económica de ciudades, regiones y naciones, 
algo expresado en el desarrollo más reciente de la marca-país Argentina y de la mar-
ca-ciudad BA, sus costos quedaron sobre los hombros y “a pulmón” de grupos y perso-
nas con escasa a nula disposición de capital y cada vez más responsabilizados. 

Los derechos culturales son derechos progresivos, complejos y debatidos (Bayardo 
2010). Siendo parte de los derechos de igualdad, interdependen de los de libertad y de 
los de solidaridad. Se discute su alcance individual y/o colectivo y también si son dere-
chos especiales de minorías o universales, de todas las personas. Los derechos cultu-
rales, que hibernaban desde hace cincuenta años, reaparecieron en el presente siglo 
con un doble giro progresista y conservador a la vez, implícito en sus dos postulados 
fundamentales: 1) el derecho de todos a tomar parte libremente de la vida cultural de 
la comunidad y 2) el derecho de los creadores a gozar de los beneficios morales y ma-
teriales resultantes de sus obras (remuneraciones y derechos autorales). El primero dio 
lugar al tardío y aun necesario reconocimiento de los ciudadanos y de las comunidades 
en cuanto a la diversidad, al acceso y a la participación culturales. El segundo termina 
contradiciendo al anterior pues quedó desfigurado por su conversión en derechos de 
propiedad intelectual (DPI, cfr. Bayardo y Spadafora 2001). Es un campo minado por el 
reclamo de los inversores sobre los DPI que, en un despojo sistemático atado al retro-
ceso de derechos laborales, hace prevalecer las ganancias de los propietarios del capital 
a expensas del trabajo y de las retribuciones de los creadores, a la vez que restringe la 
diversidad en la circulación de bienes y servicios culturales. Una muestra expandida de 
esta contradicción son las declamaciones sobre las virtudes de la creatividad y los pro-
yectos políticos de promoción de una incluyente “ciudad creativa” (Bayardo 2015). Ésta 
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que ésta exige para habitarla son el principal entorno de la vida contemporánea, especial-
mente en Latinoamérica con altos porcentajes de población urbana y concentraciones en 
megalópolis. Cómo se vive en la ciudad, cuán democrática y participativamente se dispone 
y se decide acerca de ella, quiénes pueden hablar y hacerse oír, quiénes encuentran reco-
nocimiento y representación en las formas de habitar el territorio urbano (Lacarrieu 2016), 
son el núcleo fundamental de la dignidad y la realización plena de las personas a las que 
aluden los derechos culturales como parte de los derechos humanos.

La copresencia en el capitalismo global de diversos modos de apropiación privada de los 
excedentes de producción y de trabajo, en cuya colocación redituable se basó histórica-
mente la expansión urbana, ha sido señalada por Harvey como contracara del derecho a 
la ciudad: “el derecho a cambiarnos a nosotros mismos cambiando la ciudad” (2008:23). 
En la era de circulación acelerada del capital financiero y especulativo, este autor añade 
a la “acumulación por autovalorización del capital” (extracción de plusvalor y de rentas), 
las ganancias realizadas a través de la “acumulación por expoliación” o “acumulación 
por desposesión”. Ella está presente en la privatización de lo público, en la Participación 
Público-Privada y la entrega al mercado de las formas de regulación, en la desactivación 
de los mecanismos de control, en el descarte de aspiraciones y puntos de vista de los 
actores locales, en las intervenciones orientadas a atraer turistas e inversores, en la 
desatención de las demandas ambientales y habitacionales ciudadanas, en la expulsión 
de poblaciones, en el borrón de manifestaciones populares y marginales, en la invisibili-
zación o cooptación de expresiones minoritarias y emergentes. 

Ya antes de la autonomía de Buenos Aires y durante gobiernos de distintas filiaciones 
políticas, la inversión pública sistemáticamente enriqueció al norte y subejecutó los pre-

“Una muestra expandida de 
esta contradicción son las 
declamaciones sobre las virtudes 
de la creatividad y los proyectos 
políticos de promoción de una 
incluyente “ciudad creativa” 
(Bayardo 2015). Ésta más bien 
deriva hacia una ciudad de 
grandes negocios inmobiliarios 
con exclusión de poblaciones 
empobrecidas, “El robo de Buenos 
Aires” (Massuh 2014) es la 
expresión más gráfica de eso.”

más bien deriva hacia una ciudad de gran-
des negocios inmobiliarios con exclusión 
de poblaciones empobrecidas, “El robo de 
Buenos Aires” (Massuh 2014) es la expre-
sión más gráfica de eso.

Lo anterior pone en juego algo poco con-
templado como parte de lo cultural y de los 
derechos, pero convocante de muchos co-
lectivos y organizaciones, que es el “derecho 
a la ciudad”. Toda una tradición de estudios 
urbanos sostiene que la ciudad es el princi-
pal artefacto cultural, el medio y la cárcel de 
los mismos seres humanos que la han crea-
do como su morada. Tal artefacto cultural, es 
por definición un bien público distinto de los 
bienes privados. La forma ciudad y la civilidad 
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supuestos asignados al sur de la ciudad, empobreciéndolo. Eso es palpable en infraes-
tructuras, comunicaciones, servicios públicos básicos, salud, educación, equipamientos 
y actividades culturales. No es un fenómeno natural sino social que da cuenta del papel 
instituyente de la economía política, de la agencia de los actores en juego y de las con-
secuencias de sus acciones. La emergencia del COVID-19 agrava el cuadro, nos lleva 
a volver a mirarlo de otros modos y a preguntarnos sobre su futuro. A mi entender las 
crisis son tomas de grandes ganancias (no oportunidades), a menos que luchas sociales 
e iniciativas políticas logren afirmar para las mayorías otras condiciones y reglas. Los 
derechos culturales deben ser pensados en la clave del derecho a la ciudad. Deben ser 
priorizados y la vez depurados de la diversidad creativa como mero eslogan, mostrando 
el avance simultáneo del capital sobre el trabajo y de la desigualdad contra las eleccio-
nes vitales deseables, deben centrarse en lo colectivo y en la participación, impugnando 
el ensimismamiento en las particularidades que van en detrimento de lo semejante, del 
interés general, del bien común.

Bibliografía

“Los derechos culturales deben ser pensados en la clave del derecho 
a la ciudad. Deben ser priorizados y la vez depurados de la diversidad 

creativa como mero eslogan, mostrando el avance simultáneo del 
capital sobre el trabajo y de la desigualdad contra las elecciones vitales 

deseables, deben centrarse en lo colectivo y en la participación(...)”

Bayardo, Rubens y Spadafora, Ana María, 2001. “Derechos cul-
turales y derechos de propiedad intelectual: un campo de nego-
ciación conflictivo” En: Cuadernos de Bioética nº 7 - 8, pp. 73-96, 
Editorial Ad-Hoc, Buenos Aires.

Bayardo, Rubens 2010. “Políticas culturales y derechos cultura-
les: entre la retórica y la realidad”. En: Revista de Investigaciones 
Políticas y Sociológicas, Servizio de Publicacións da Universida-
de de Santiago de Compostela, vol. 9, num. 2.

Bayardo, Rubens 2015. “Anegados enla cultura. Be Creative!” En: 
Quevedo, Luis Alberto (Coord.) La cultura argentina hoy. Siglo XXI 
Editores, Buenos Aires. 

Gates, Bill 2017. Speech at Munich Security Conference. Con-
sultado el 20.10.20 en  https://www.gatesfoundation.org/
Media-Center/Speeches/2017/05/Bill-Gates-Munich-Securi-
ty-Conference 

Harvey, David 2008 “El derecho a la ciudad”, New Left Review 
53, septiembre – octubre.

Lacarrieu, Mónica (Comp.) 2016. Vivir en la ciudad. Sentido de 
experiencia de los lugares. Procesos de disputas y tensiones en 
contextos locales. La Plata, Club Hem Editores.

Massuh, Gabriela 2014. El robo de Buenos Aires. La trama de 
corrupción, ineficiencia y negocios que le arrebató la ciudad a 
sus habitantes. Sudamericana, Buenos Aires. 

MCN 2020. Encuesta Nacional de Cultura. Caracterización de 
personas y organizaciones de la cultura en el contexto de co-
vid-19. Sistema de Información Cultural de la Argentina, Minis-
terio de Cultura de la Nación, Buenos Aires.

OMS 2019. Un mundo en peligro. Informe anual sobre prepara-
ción mundial para las emergencias sanitarias. Junta de Vigilancia 
Mundial para la Preparación, Organización Mundial de la Salud./ 
Grupo Banco Mundial, Ginebra.



# 3  |  O C T U B R E  2 0 2 0    C U LT U R A  |  D o c u m e n t o s  d e  t r a b a j o  s o b r e  p r o b l e m á t i c a s  c o m u n e s  a l  A M B A

F U N D A C I Ó N  U R B E 16

Derechos 
culturales 
en el presupuesto 
de la Ciudad de 
Buenos Aires 

Manuela Bares Peralta
Abogada, forma parte de Abogadxs Culturales, donde coordina la 
Comisión de Género. Se desempeñó como Asesora Parlamentaria 
en la Legislatura de la Ciudad (2015 – 2019) y está a cargo del área 
de Justicia, Seguridad y Cultura del Centro de Estudios Comunidad 
Buenos Aires. Es una de las fundadoras de la revista Tónica Cultural.

Renato Berrino Malaccorto
Abogado, docente e investigador. Magister en Gestión y administra-
ción pública. Forma parte de Abogadxs Culturales. 



# 3  |  O C T U B R E  2 0 2 0    C U LT U R A  |  D o c u m e n t o s  d e  t r a b a j o  s o b r e  p r o b l e m á t i c a s  c o m u n e s  a l  A M B A

F U N D A C I Ó N  U R B E 17

La Ciudad de Buenos ha sido históricamente un faro artístico y cultural a nivel latinoa-
mericano y mundial sobre la base de la pluralidad y la inclusión. El derecho a la cultura 
es un derecho humano reconocido en distintos instrumentos jurídicos, y su efectividad 
y jerarquización depende en gran medida de los recursos financieros que se asignen 
(y ejecuten) desde el Estado para implementar políticas públicas tendientes a ello. En 
este artículo nos proponemos analizar qué lugar ocupa la cultura independiente en el 
presupuesto de la Ciudad de Buenos Aires, en especial en tiempos de emergencia y re-
configuración de políticas, para que esta revisión nos ayude a alimentar la discusión y el 
debate para fortalecer dentro de la Ciudad  a las manifestaciones culturales diversas e 
inclusivas que queremos.

El presupuesto y la cultura independiente

Analizando el presupuesto de los años 2016 a 2019, con foco en los programas de fo-
mento a la cultura independiente, encontramos ciertos patrones preocupantes que se 
repiten a través de los años. El fomento a la cultura independiente se encuentra en el 
programa 11, “Incentivo a la producción cultural”. Depende de manera directa del Minis-
terio de Cultura. Incluye las líneas de fomento: Proteatro; Prodanza; Pro escritores; BA 
Música; BA Milongas; Mecenazgo y Fondo Metropolitano de la Cultura, las Artes y las 
Ciencias. 

Vemos que a través de los años, a pesar de que el presupuesto general aumenta y así 
también lo hace la inflación, el porcentaje de recursos asignados al programa de fo-
mento a la producción cultural disminuye. En el 2016, el presupuesto del mencionado 
programa fue de $72 millones: un 2,77% sobre el total del presupuesto asignado a Cul-
tura. Para el 2017, el presupuesto fue de $75 millones: un 2% del total referido. En el 
año 2018, el presupuesto fue de $91 millones, un 2,12 % del total del presupuesto de 
cultura. Para el año 2019 fueron $113 millones: un 1,8 % del total.

En 2017, distintas Organizaciones de la Sociedad Civil del sector cultural plantearon la 
necesidad de una ley marco de fomento, que establezca un piso del 3,5% del presupues-
to de cultura para los programas de cultura independiente. Su argumento es que no se 
trata de un problema de falta de recursos, sino que lo que se busca es que la distribución 
de fondos públicos se realice de manera más justa y equitativa. ¿Por qué son impor-
tantes las líneas de fomento? Según el informe “Culturas Independientes”1, al analizar la 
configuración económica de los espacios culturales independientes, podemos ver que 
entre subsidios y mecenazgo, se constituye la segunda fuente principal de ingresos de 
los espacios, después de la boletería. 

1	  Ver informe “CULTURAS INDEPENDIENTES. Caracterización y Distribución geográfica de las organizaciones culturales urbanas con programación 
en vivo de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires”, realizado por el Grupo de Estudios sobre Políticas y Dinámicas Culturales Urbanas del Instituto de 
Investigaciones en Arte y Cultura Dr. Norberto Griffa, Universidad Nacional de Tres de Febrero.
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La cultura en emergencia

La pandemia profundizó la crisis económica y social que venía arrastrando nuestro país, 
una crisis que no golpeó a todos los sectores por igual. Frente a la prolongación del 
aislamiento preventivo, social y obligatorio y a la imposibilidad de reanudar las activi-
dades presenciales, el sector tuvo que reinventarse. Las nuevas tecnologías jugaron un 
rol fundamental y actuaron como caja de resonancia y difusión de la actividad cultural, 
que encontró en las redes sociales y el streaming aliados para el sostenimiento de los 
proyectos autogestivos. Para muchos espacios, la actividad cultural quedó relegada al 
delivery de comida y bebida, la generación de ingresos no encontró lugar en el desarrollo 
de la actividad.

Esta realidad no sólo le impuso nuevos desafíos al sector, sino también a los gobier-
nos. La crisis debió ser acompañada por políticas de asistencia que dieran cuenta de la 
magnitud de las pérdidas. La presencialidad está en crisis y para un sector cuya mayor 
fuente de sostenimiento es el encuentro in situ, las consecuencias son incuantificables. 
El Estado Nacional elaboró políticas de asistencia económica que pudieran acompañar 
la política sanitaria de aislamiento y sirvieron como contención a la población más afec-
tada por la pandemia. Es importante destacar que, medidas masivas como el Ingreso 
Familiar de Emergencia o el Programa de Asistencia al Trabajo y la Producción se com-
plementaron con políticas específicas destinadas al sector como el Programa Fortalecer 
Cultura y el Manta. Estas medidas excepcionales fueron acompañadas por líneas de 
subsidios nacionales y provinciales habituales.

La emergencia cultural en la ciudad de Buenos Aires tiene una serie de características 
específicas que la diferencian del resto del país. Las clausuras arbitrarias o la falta de 
ejecución de líneas de fomento, declaró una emergencia prematura sobre la cultura de 
la ciudad. Una emergencia que sólo se profundizó frente a la pandemia.  Si comparamos 
las políticas de acompañamiento del Estado Nacional a las medidas implementadas por 
el gobierno porteño vamos a encontrar una profunda diferencia. La ciudad de Buenos 
Aires no sólo no implementó políticas específicas para paliar los efectos de la pandemia 
sobre el sector sino que tampoco edificó medidas tendientes a pensar la pos-pandemia.

Algunas conclusiones y desafíos 

Por un lado, creemos que los datos expuestos y el análisis presupuestario muestran 
cuáles son las prioridades en materia de cultura de la gestión actual del Gobierno de 
la Ciudad. Vemos claramente que se pondera la cultura “oficial”, aquella que emana di-
rectamente de la producción estatal, y se descuidan considerablemente las expresio-
nes culturales independientes y disidentes, que están sufriendo particularmente en 
momentos de pandemia. La cuestión de fondo no tiene que ver con la generación de 
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nuevos recursos, sino con la redistribución de los mismos. Especialmente teniendo en 
cuenta que la Ciudad se financia principalmente con recursos propios, es decir, que pro-
vienen directamente de la ciudadanía, que es a su vez productora y consumidora de 
cultura independiente. La falta de financiamiento encuentra su correlato en la escasa 
implementación de políticas públicas destinadas al sector cultural. Esa omisión estatal 
responde a una definición de prioridades de gobierno. La cultura -y específicamente la 
cultura independiente- sufren hace años una política de clausura e invisibilización. Es 
necesario que los gobiernos locales acompañen y fortalezcan las políticas de asistencia 
a los ingresos de los trabajadores y al sostenimiento de los espacios, implementando 
medidas acordes a la realidad actual, haciendo especial énfasis en su diversidad y terri-
torialidad. Este carácter prioritario no sólo tiene que ver con la obligación de acompañar 
desde el Estado al sector sino también en reconocer el rol fundamental de la cultura a la 
hora de pensar la pos-pandemia y que tipo de sociedades queremos.

Creemos que lo que sucede en materia de financiamiento y fomento a la cultura inde-
pendiente no se condice con los principios de progresividad y no regresividad del Dere-
cho Internacional de los Derechos Humanos, ya que el porcentaje presupuestario que 
representa este programa no sólo no aumenta, sino que disminuye año a año. La Ciudad 
que queremos construir debe entender a la cultura como un derecho humano funda-
mental y acompañar el desarrollo de la misma con recursos financieros adecuados.
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A más de una década de su sanción, la Ley N° 2176 de Promoción de los derechos 
culturales -sancionada el 23 de noviembre de 2006- lleva acumuladas sólo las buenas 
intenciones que caracterizaron a su proyecto como tal. Un recorrido desde su promul-
gación, pasando por la caracterización de su objeto y destinatarios, el decrecimiento 
y desmanejo del presupuesto cultural en cada gestión, hasta la completa inacción del 
Ministerio de Cultura porteño en siete meses de pandemia. Frente al paisaje de sube-
jecución como sinónimo de incumplimiento, presentamos una crítica propositiva plani-
ficando un nuevo futuro.

El artículo 32 de la constitución de la Ciudad de Buenos Aires, sancionada en 1996, hace 
referencia a las actividades creadoras, la formación artística, artesanal y de los agentes 
culturales, la democracia cultural, la libertad de expresión artística, el acceso a los bienes 
culturales y el desarrollo de las industrias culturales entre otras variables del campo cul-
tural porteño. También contempla la participación de los creadores, trabajadores y sus 
entidades representantes en el diseño y la evaluación de las políticas que los contemplan. 

La mencionada ley explicita qué entiende el Estado porteño por cultura, y qué activida-
des atenderá en términos de apoyo y promoción. Fundamentalmente, afirma a la cultura 
como un derecho humano y universal. Si bien su existencia da cuenta de que el poder 
legislativo porteño se hizo cargo de la relevancia de los derechos culturales en la vida ciu-
dadana, el período de su sanción la ubica temporalmente junto a otra ley de orientación 
contradictoria: la N° 2264 de Régimen de Promoción Cultural de la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires, conocida como Ley de Mecenazgo y actualmente Régimen de Participación 
Cultural, que permite que contribuyentes que tributan en la ciudad el impuesto sobre los 
Ingresos Brutos puedan destinar parte del pago del mismo al apoyo de proyectos cultu-
rales. La primera, aún sigue sin estar reglamentada, la segunda lleva años en la práctica. 
Esta diferencia que hacemos es crucial para entender la relación entre la no reglamenta-
ción de una ley que promueve la inclusión, el rol activo del estado como garante de de-
rechos, y la participación de creadores y trabajadores de la cultura en el diseño y la eva-
luación de políticas públicas promoviendo así la democracia cultural, entre otros rasgos 
relevantes, y por otro lado, la inmediata puesta en marcha de otro marco legal que abre 
una etapa en la que el ejecutivo comenzó a delegar en actores privados la administración 
y el financiamiento de la cultura porteña. Aludimos a esta diferenciación entre formas de 

“(...) se evidencia cómo el estado 
municipal se orienta a estimular 

e incentivar la participación 
privada en todos los organismos 

gubernamentales como una 
generalidad y en el área de 

cultura en particular.”

administración pues el período de sanción 
de las leyes mencionadas (fines de 2006 y 
de 2007) coincide con el inicio de una ges-
tión política que continúa hasta la actualidad 
en nuestra ciudad, a partir de la asunción de 
la responsabilidad de gobernar por parte del 
partido Propuesta Republicana (PRO) en di-
ciembre de 2007.
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Es en la distinción de las leyes mencionadas que se evidencia cómo el estado municipal 
se orienta a estimular e incentivar la participación privada en todos los organismos gu-
bernamentales como una generalidad y en el área de cultura en particular. Asumimos 
como central en la vida democrática que el Estado garantice la participación de múl-
tiples actores en las cuestiones de la vida en común, y que el sector privado debe ser 
incluido, pero sin delegar en él la gestión de recursos, en tanto es el Estado el que debe 
garantizar su control y transparencia. Ahora bien, abrimos la discusión haciendo foco 
en una ley existente como letra muerta, pues consideramos necesario reflexionar 
acerca de las herramientas con las que contamos como ciudadanos y ciudadanas, en 
un contexto de emergencia como el que nos encontramos, para poder sostener espa-
cios, fuentes de trabajo y actividades, para defenderlos y exigir respuestas; y también 
para, finalmente, comenzar a discutir condiciones de precariedad en el campo cultural 
tanto en el ámbito privado, independiente como público. En este último punto, exis-
ten herramientas de las que debemos apropiarnos para defender nuestros derechos: el 
conocimiento de nuestra legislación, la necesidad de establecer un control de parte de 
las organizaciones de la sociedad civil sobre las gestiones de gobierno, y la necesidad de 
conocer datos duros e información estadística para ejercer dicho control.

Recordemos que el inicio de la gestión PRO en la Ciudad en el ámbito de la cultura estuvo 
caracterizado por una alta conflictividad con la comunidad cultural, que involucraba tan-
to a artistas y gestores de los centros culturales barriales como a trabajadores, y hasta 
programas enteros pertenecientes al Ministerio de Cultura. Entre ellos la Dirección de 
Música, el Teatro Colón, el Teatro San Martín y los museos porteños. El derrotero del 
Programa Cultural en Barrios ha sido un triste ejemplo de desmantelamiento a través 
de la desfinanciación, la presión y el desgaste a la actividad tanto de sus responsables 
como de sus beneficiarios.

Desde hace más de una década y hasta la 
actualidad, las desigualdades tanto ma-
teriales como simbólicas en la cultura de 
nuestra ciudad se han ido profundizando, 
limitándose el acceso tanto a la producción 
y al consumo de bienes culturales como 
al ejercicio de la expresión en términos de 
derechos, reservados a ciertos sectores de 
la población de mayor poder adquisitivo, y 

“El derrotero del Programa Cultural 
en Barrios ha sido un triste 
ejemplo de desmantelamiento 
a través de la desfinanciación, la 
presión y el desgaste a la actividad 
tanto de sus responsables como 
de sus beneficiarios.”
ubicados en zonas geográficas determinadas no sólo territorialmente sino simbólica-
mente. Los diversos informes de la Auditoría General de la Ciudad de Buenos Aires pu-
blicados entre 2013 y 2017 dan cuenta de improvisación en cuanto a planificación de 
actividades, subejecución presupuestaria y múltiples falencias de gestión, como ausen-
cia de registros formales que permitan el control de actividades, discrepancias entre el 
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destino efectivo de gastos e imputaciones presupuestarias, falta de sistemas estadís-
ticos formalizados, diversos niveles de opacidad en contratos y llamados a licitación, 
entre muchos.

“Se inyectaron fondos de una manera que no se condice con el 
abultado presupuesto porteño, compuesto entre otros ingresos por 

impuestos intocables como lo demostraron los vencimientos de 
patentes cuyos vehículos descansaron por meses en las calles, que 

no fueron reducidos ni prorrogados ni un céntimo.”

En cuanto al campo cultural porteño, la experiencia durante la normalidad pre pandemia 
nos mostraba un estado de la producción cultural que -si bien crecía- lo hacía a costa 
del trabajo gratuito de muchos artistas y gestores, de trabajadores del sector público 
con regímenes contractuales precarios, con subsidios percibidos tardíamente y que eran 
utilizados en su mayor parte para solventar, en el caso de espectáculos, rubros técnicos 
y servicios de intermediarios pero sin llegar a constituir fuente estable de ingresos. Del 
mismo modo, los espacios culturales, fuente de ingresos para muchos artistas y do-
centes, y de expresión para muchos alumnos que también se constituían como público 
luego, luchaban para sobrevivir. 

Llegada la pandemia, se suspendieron todas las actividades presenciales. El estado 
municipal, a regañadientes, comenzó a ocuparse de sus ciudadanos casi por goteo. Se 
abrieron lentamente algunas convocatorias cuyos resultados siguen llegando con me-
ses de demora para otorgar subsidios mínimos, y pedir rendiciones y contraprestacio-
nes que pocos se encuentran en condiciones de cumplir. Se inyectaron fondos de una 
manera que no se condice con el abultado presupuesto porteño, compuesto entre otros 
ingresos por impuestos intocables como lo demostraron los vencimientos de patentes 
cuyos vehículos descansaron por meses en las calles, que no fueron reducidos ni prorro-
gados ni un céntimo, así como el impuesto de Alumbrado, Barrido y Limpieza, cuyo valor 
nuestro Jefe de Gobierno se dio el gusto de aumentar, y la Verificación Técnica Obligato-
ria que tampoco modificó sus vencimientos ni costo.

En ese desierto de desesperación pandémica, artistas, gestores y espacios no detuvie-
ron su organización ni su autogestión y aquí volvemos al inicio. Tenemos la oportunidad 
de revisarnos y accionar -no sobre la emergencia de una coyuntura desesperada- sino 
más profundamente, y empezar a revisar nuestra génesis, a discutir la sobrevalora-
ción de la autogestión que no nos permite ver que en la actualidad está encubriendo 
precariedad, constituyendo un problema a resolver. ¿Cómo? En principio identificando 
las herramientas que tenemos a nuestra disposición, para además, dar cuenta de aque-
llas que nos faltan, las que tenemos que crear para desarmar los niveles de informalidad 
de la economía en el campo cultural, que son superlativos. 
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Es urgente la reflexión sobre las relaciones 
de producción en el mundo de la cultura y 
de la creación artística porque es urgente 
la acción cuyo horizonte debe ser la obten-
ción de derechos. Este es el momento fun-
damental para retomar la batalla cultural 
y desterrar la idea hegemónica que ubica 
al arte y la cultura fuera del plano terrenal, 
para así tornar visible aquello que es fuerza 
de trabajo invisibilizada.

“Este es el momento 
fundamental para retomar la 
batalla cultural y desterrar la 

idea hegemónica que ubica 
al arte y la cultura fuera del 

plano terrenal, para así tornar 
visible aquello que es fuerza de 

trabajo invisibilizada.”

Planificando un nuevo futuro.

El conocimiento al que aludimos al inicio nos debe empoderar para, si nos ubicamos en 
un rol ejecutivo, intervenir en el escenario descripto y prever situaciones de vulnerabili-
dad en los derechos culturales así como diseñar y planificar alternativas superadoras de 
las normativas que entienden a la promoción de la cultura como la mera adjudicación de 
subsidios (si a los artistas se dirigen), o bien como programadores de entretenimientos 
(si a la sociedad civil se orientan). Para definir metas y planificar debemos identificar y 
convocar a los actores culturales intervinientes. Necesitamos datos precisos para ela-
borar diagnósticos certeros. Es necesario un mapa cultural elaborado por una población 
que haga suya la demanda de derechos culturales, que se constituya protagonista y 
pueda sentarse en una mesa de negociación. Para ello, tomemos la política para for-
marnos como ciudadanos y ciudadanas, y seamos nosotres quienes expresemos y pro-
movamos nuestras propia cultura.
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Un 
llamado de 
emergencia 
(cultural)

Romina Corvalán
Docente de artes con orientación teatral, asesora parlamentaria y 
gestora de proyectos culturales. Forma parte de la Multisectorial 
Cultural de la Ciudad de Buenos Aires.

“La cultura es lo único que puede salvar un pueblo, 
porque la cultura permite ver la miseria y combatirla. 
La cultura permite distinguir lo que hay que cambiar 

y lo que se debe dejar, como la bondad de la gente, 
el compartir una empanada, un vino.”

Mercedes Sosa
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Desgastado por la crisis económica del último lustro, la actual pandemia y (sí, de nuevo) la crisis 
socioeconómica resultada de la misma, el sector de la cultura de la Ciudad de Buenos Aires 
está padeciendo un brutal deterioro sin precedente e irreparable de no contar con el apoyo su-
ficiente que le permita atravesar y sobrevivir a este contexto. Como medida preventiva -ante 
la ausencia de vacuna- el ASPO fue una invitación a la responsabilidad colectiva a través del 
decreto presidencial publicado el 20 de marzo, cabe mencionar que los espacios culturales, 
museos, teatros, cines y bibliotecas en la Ciudad de Buenos Aires ya habían interrumpido su 
funcionamiento los primeros días de ese mes por las características propias de su actividad.

La imposibilidad del encuentro presencial y las adecuaciones virtuales (en aquellas dis-
ciplinas que pudieron hacer la reconversión) visibilizaron debilitades estructurales en 
materia de equipamiento, accesibilidad y conectividad: bienvenida la brecha digital a la 
agenda. A su vez, se pusieron en agenda reclamos y problemáticas de larga data, posi-
bilitando la creación de escenarios comunes, justos, inclusivos y sustentables desde los 
cuales ocuparnos tanto de lo urgente como de lo necesario. 

Todo comenzó a discutirse: el rol del Estado, la feminización de las tareas de cuidado pú-
blicas, el compromiso heroico de les trabajadores de la Salud, la vocación de los educa-
dores que se pusieron al hombro la continuidad del ciclo lectivo, la solidaridad organiza-
da, y -también- la función social de los consumos artístico-culturales en momentos tan 
conmovedores y angustiantes. Poniendo en valor el lugar que ocupan en la sociedad, 
no podemos dejar de analizar las condiciones en las que desarrollan los trabajadores de 
la cultura la actividad, dimensionar las implicancias de la pandemia en un sector con tal 
nivel de inestabilidad, flexibilidad y precariedad salarial. 

“...si seguimos así vamos a tener que cerrar, de solo pensarlo se me hace un nudo en la gar-
ganta” // “...no tenemos trabajo pero si tenemos que seguir pagando servicios, alquileres, im-
puestos.” // “...la respuesta sigue siendo el silencio, es desesperante.” // “...está cerrado, lo vi en 
instagram. Cerró, no existe más.” // “...yo si no actúo, si no toco, si no bailo,(...) no tengo ingresos. 
Vivo al día.” Estos fueron algunos de los relatos que acompañaron a la musicalización de 
la pieza audiovisual con la que se presentó la Multisectorial de la Cultura de la Ciudad de 
Buenos Aires en redes sociales el 20 de agosto, bajo la consigna #EmergenciaCultural-
BA. Aquel video mostró una ciudad paralizada por la pandemia: espacios culturales, sa-
las teatrales, de baile y ferias de artesanías vacías, entre tantos otros lugares, mientras 
una voz, megáfono de por medio, enunció y denunció que “Les trabajadores de la cultura 
de la Ciudad de Buenos Aires estamos en emergencia cultural, y aunque somos más de 700 
espacios, más de 200 editoriales independientes, miles de miles de artistas y representamos 
el 11 % del Producto Bruto Interno, el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires no da respues-
tas. Pero no vamos a esperar, la cultura va a sonar fuerte hasta que se declare la emergencia 
cultural”1  

1	  Disponible en https://www.youtube.com/watch?v=XTmBHBMnHV4
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La Multisectorial comenzó a reunirse el 24 de julio con un alto grado de participación del 
sector cultural porteño. La diversidad y heterogeneidad del mismo llevan a la construc-
ción de consensos a la categoría de desafío, complejizado por la virtualidad. Espacios, 
emprendimientos, organizaciones y trabajadores de la cultura con la certeza de que la 
salida es colectiva pusieron en marcha la elaboración de un diagnóstico común, acom-
pañado por un plan de acción, lucha y organización que rescate a la cultura local de la 
emergencia en la que se encuentra. Sus exigencias -actualizadas en una carta que en-
viaron a la Comisión de Cultura de la Legislatura porteña el 19 de Octubre-, en adición a 
pedirle al Jefe de Gobierno y el Ministro de Cultura que los recibieran, fueron la declara-
ción de la Emergencia cultural en la Ciudad de Buenos Aires, la creación de un registro de 
trabajadores de la cultura, la implementación de una renta cultural extraordinaria mien-
tras dure la pandemia, la aprobación de los proyectos de ayuda económica a espacios 
culturales, trabajadores de la cultura, librerías y editoriales, y la creación de una mesa de 
trabajo con el Ministerio de Cultura para participar en la conformación y distribución del 
presupuesto 2021. 

Visibilizar el crítico estado de situación, colectivizar con la ciudadanía porteña la desola-
ción en la que se encuentra un pilar indispensable para la riqueza simbólica y material de 
la ciudad, e interpelar al Jefe de Gobierno Horacio Rodríguez Larreta y al Ministro de Cul-
tura Enrique Avogadro a dar respuestas concretas y políticas reales, pueden señalarse 
como ejes centrales de esa primera acción. Acompañada por un comunicado conjunto 
que reunió decenas de organizaciones del sector, miles de firmas2, e incluso fue saluda-
do en redes sociales por el Indio Solari. 

Si bien es recurrente oír por parte de quienes gobiernan referirse a la cultura como un 
gran valor para la ciudad y reconocerla como aquello que nos posiciona en la materia 
globalmente, esa valoración no se traduce en un diálogo genuino, menos aún en térmi-
nos de inversión presupuestaria o de implementación de políticas públicas. Lamenta-
blemente, esta respuesta del gobierno de la Ciudad de Buenos Aires resulta coherente 
con el modelo de gestión estatal que este 10 de diciembre va a estar cumpliendo sus 
trece años ininterrumpidos administrando y gobernando la ciudad. 

Según un informe publicado por el Observatorio Universitario de Buenos Aires en di-
ciembre del año pasado, el presupuesto destinado a la Cultura durante los doce años de 
macrismo experimentó en promedio el recorte de un tercio. Disminuyó de un 3,88% a 2,36%, 
con oscilaciones y algunas excepciones como los años 2011 y 2018. En 2019, el presupuesto 
asignado en Cultura fue de 1,91% mientras que para este año se destinaron solo 8.694 
millones de un total de 480.833 millones de pesos; estamos hablando ya del 1,81 %. No 
solo es cuestionable el lugar que ocupa la cultura dentro de las prioridades del presu-
puesto total de la ciudad, sino que también hay que analizar el criterio con el que se ad-

2	  Disponible en https://acortar.link/9HB9f
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ministra. Del presupuesto cultural casi el 50%, está destinado a los equipamientos públicos, 
y a sostener una decena de grandes centros culturales y teatros cuyo acceso está práctica-
mente restringido a las clases altas, medias altas y al turismo. Sólo un 5,6% del presupuesto 
se aplica a actividades de promoción sociocultural.3 

El gobierno macrista ha sido tradicionalmente hostil con la cultura porteña: ya sea al-
quilando el Teatro Colón para fiestas privadas o despidiendo en plena pandemia a sus 
25 trabajadores a cargo de las visitas guiadas. Cobrando cifras impagables a los teatros 
comunitarios para realizar sus funciones en parques públicos, recortando año a año el 
circuito de corsos, persiguiendo a trabajadores del arte callejero y la cultura ambulante, 
desfinanciando a las instituciones de la cultura comunitaria, clausurando masivamente 
a centros y espacios culturales. Degradando el Ministerio de Cultura nacional cuando es-
tuvo en sus manos, o desalojando y reprimiendo con balas de goma y plomo en el 2013 
a les artistas de la Sala Alberdi del Centro Cultural San Martín, una lucha que comenzó 
en 2010 y finalizó de la manera más violenta con civiles infiltrados por el propio Jefe de 
Gobierno porteño, política que sería luego perfeccionada y replicada al asumir la presi-
dencia. Con Macri o con Larreta, con Lombardi o con Avogadro este modelo de gobierno 
neoliberal promueve una cultura individualista en la que solo ve negocio, maquillaje y 
marketing, en donde otres encontramos generación de lazos sociales, derechos huma-
nos, vínculos con la comunidad e instancias de inclusión. Este otro circuito autogestivo 
-en alternativa- es valorado no solo por la creación de puestos de trabajo sino también 
por su tradicional solidaridad, que una vez más quedó demostrada ante esta crisis. 

Si dos deseos tuviera que elegir finalizando estas líneas serían los siguientes: por un 
lado, aportar al reconocimiento del carácter esencial de la cultura en el registro emo-
cional para poder así retribuirlo a quienes la desarrollan con el mayor de los apoyos en 
esta lucha que llevan adelante. Segundo deseo, que el Gobierno de la Ciudad de Buenos 
Aires se contagie un poco con la presencia y la responsabilidad con la que han asumido 
otros gobiernos el sostenimiento del sector ante una circunstancia excepcional como la 
pandemia. Imaginar una ciudad sin actividad cultural autogestiva puede resultar dramá-
tico, pero de continuar con este irresponsable silencio es allí donde vamos. Habitamos la 
ciudad más rica del país; el dinero está: solo falta voluntad política4.

3	  Disponible en https://acortar.link/VWc3W

4	  El GCBA sigue sin responder al pedido de reunión por parte de la Multisectorial de la Cultura y tampoco se ha presentado 
el Presupuesto 2021 para la Ciudad. 
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Cultura 
solidaria 
y pos- 
pandemia
el aporte de 
las Bibliotecas 
Populares a la 
comunidad futura 

Maria del Carmen Bianchi
Psicóloga especialista en el área de psicología institucional y en la de  
diseño y gestión de políticas y programas sociales. Se desempeñó en 
distintos cargos de la función pública Nacional y de la Prov. de Bs. As. 
así como en la asesoría de organismos internacionales, en la temática 
de niñez y adolescencia. Presidió la Com. Nac. de Bibliotecas Populares 
(CONABIP) desde septiembre de 2003 hasta diciembre de 2011, 
cargo que dejó para asumir como Diputada Nacional hasta diciembre 
del 2015 y, desde el mes de febrero del año 2020, se encuentra 
nuevamente a cargo de la presidencia de dicha Comisión Nacional.
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Los derechos culturales como parte integrante de los derechos humanos son, como afir-
ma la UNESCO, universales, indivisibles e interdependientes del resto de los derechos. 
Por más que su promoción se ha convertido en un imperativo ético en nuestras socie-
dades, su implementación efectiva, lejos de ser homogénea y lineal, ha estado condicio-
nada por los distintos contextos de desarrollo y las singularidades propias de cada co-
munidad y región y, fundamentalmente, ha estado ligada a la capacidad de construcción 
colectiva de los distintos sujetos e instituciones que conforman nuestra sociedad.  

Las Bibliotecas Populares en tanto actores centrales históricos del entramado socio-co-
munitario argentino, han tenido un rol de suma relevancia en estos procesos de cons-
trucción y acceso a los derechos culturales, entendidos estos como la posibilidad de 
gozar y acceder a la identidad (tanto grupal como individual), al arte, a la recreación, a 
los deportes y los juegos, entre otros muchos elementos. Sin embargo, como todo mo-
vimiento social y cultural resultante de la articulación compleja entre la regulación del 
estado y el espacio creativo de la propia sociedad civil, han estado atravesadas por los 
dilemas y desafíos que cada periodo y contexto le han impuesto. La actual situación de 
crisis epidemiológica que atraviesa el mundo no solo reconfigura un estado de situación 
institucional y económica respecto al acceso a bienes y servicios simbólicos y materia-
les, sino que  impone nuevos modos de relacionamiento personal y sociabilidad de un 
modo más profundo y en alguna medida imprevisible,.

A pesar de su heterogeneidad y singularidades, gran parte de las bibliotecas populares 
han representado y expresado a lo largo del tiempo una serie de rasgos estructurales 
que han sido fundamentales para el efectivo ejercicio de los derechos culturales por 
parte de las distintas comunidades de usuarios/as.  Una práctica de la solidaridad en 
sus distintas formas, una instancia para la construcción participativa del conocimiento 
y la atención de distintos tipos de diversidad o diversidades, son algunas de las marcas 
indelebles que las han acompañado. La forma en que estas y otras características se 
han definido y concretado, han variado de acuerdo a las distintas contingencias jurídicas, 
políticas, económicas y sociales que cada período ha dejado en las bibliotecas populares, 
en tanto actor histórico de la comunidad organizada. 

El contexto geográfico en el que este colectivo social se ha desarrollado es sin duda una 
de las dimensiones que deben ser tenidas en cuenta a la hora de realizar una aproxi-
mación en el presente. En este sentido, indagar y reflexionar sobre los dilemas y desa-
fíos que las bibliotecas pertenecientes al entramado urbano que representa la zona del 
AMBA tienen por delante en torno a los tres elementos mencionados, implica también 
la posibilidad de un acercamiento a la situación y problemáticas que estas instituciones 
tienen en las grandes zonas urbanas del país. 

En las grandes urbes las bibliotecas populares se perfilan de distintas maneras. Algunas se 
sitúan en espaciosos edificios y cuentan con destacados patrimonios. En ellas el eje o centro 
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son las colecciones, los archivos y los préstamos y lectura en sala. Otras, independiente-
mente del tamaño de sus instalaciones, desarrollan de manera pronunciada sus servicios 
como centros culturales y, especialmente en zonas de vulnerabilidad social, brindan apoyo 
escolar a los niños, niñas y adolescentes, asisten a los adultos en la realización de trámites, 
ofrecen capacitaciones, talleres, cursos y también acceso a una computadora, a la conexión 
a internet o simplemente posibilitan un espacio tranquilo y adecuado para poder estudiar.

Reflexionar sobre la concreción del derecho de las personas a participar del entramado 
cultural de nuestra sociedad, implica la identificación en el presente de aspectos de un 
futuro en estado de gestación, como nuevas necesidades o encrucijadas históricas aún 
no resueltas. Como se mencionara, más allá de la actual situación de crisis epidemioló-
gica y de las urgencias del contexto, las Bibliotecas populares como actores centrales de 
nuestra vida cultural tienen un importante y renovado rol que cumplir.

El rol de la biblioteca popular para consolidar una cultura de la solidaridad. Frente a la 
globalización del individualismo como forma de vinculación entre las personas y la con-
siguiente naturalización de la desigualdad, la biblioteca popular tiene en su misma gé-
nesis la promoción del encuentro, la ocupación en lo común y el establecimiento de 
lazos solidarios. En este sentido, representa una alternativa a los valores mercantiles y 
consumistas, abriendo escenarios para la participación y el fortalecimiento del vínculo 
comunitario y contribuyendo de este modo a una ampliación de la ciudadanía. 

“En contextos caracterizados 
por la multiplicidad, la localidad, 
lo diverso y lo desigual, resulta 
indispensable la generación 
de estrategias para articular 
lo letrado, lo audiovisual y lo 
digital en sus diversas prácticas 
y lenguajes, incluso de maneras 
aún impensadas.”

En el contexto actual, acompañar y po-
tenciar una cultura de la solidaridad será la 
base de sustentación para el desarrollo, la 
innovación y la inclusión en sus distintas 
dimensiones. Una solidaridad entendida 
como vocación permanente de incorporar a 
los distintos sectores  y grupos de la comu-
nidad, convocándolos desde la promoción 
de derechos y los espacios de participación 
ciudadana, así como también a través de las 
distintas acciones de promoción cultural.

El aporte de la biblioteca popular respecto a la construcción y acceso al conocimiento. En 
tanto instituciones surgidas en el siglo XIX, las bibliotecas populares se fueron forjando 
en la tensión entre la cultura moderna universal y letrada y las culturas-otras, los saberes 
situados, profanos, populares, orales, muchas veces invisibilizados. Se han desarrollado 
en los cruces entre las culturas canónicas y aquellas disruptivas, alternativas, marginales 
y marginadas. En la actualidad estas organizaciones siguen atravesadas por esas y otras 
tensiones que constituyen nuevos desafíos. En contextos caracterizados por la multiplici-
dad, la localidad, lo diverso y lo desigual, resulta indispensable la generación de estrategias 
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para articular lo letrado, lo audiovisual y lo digital en sus diversas prácticas y lenguajes, 
incluso de maneras aún impensadas. Por las características históricas de las bibliotecas 
populares, así como también por las particularidades de cada conglomerado urbano, la 
cuestión del conocimiento no deberá desvincularse de las problemáticas y singularidades 
de cada comunidad. Se trata de realizar un aporte en materia de acceso, de innovación, 
creatividad y de los nuevos modos de relación y comunicación entre las personas.

La centralidad de la biblioteca popular respecto a la diversidad o diversidades.  La biblioteca 
popular, en tanto institución abierta a toda la comunidad, debe asumir un rol protagónico en 
torno a la atención a las diversidades en sus múltiples y posibles sentidos: la bibliodiversi-
dad, la diversidad subjetiva, la diversidad de medios y formatos (mediateca), la diversidad de 
públicos y usuarios. La incorporación definitiva del enfoque de géneros y diversidades en las 
bibliotecas populares implicará necesariamente un compromiso con los procesos de trans-
formación cultural que ya están en marcha y que impactan en la revisión de lo cotidiano, en 
los modos de relacionarnos, en las maneras en que se constituyen las subjetividades y en 
los caminos que se trazan en los procesos colectivos de construcción del sentido. 

Hoy más que nunca constituye un desafío para las bibliotecas populares la articulación de 
lo global y lo local, en tanto reconocimiento y visibilización de las identidades propias de 
cada lugar de pertenencia de las bibliotecas populares, pero sosteniendo un vínculo nece-
sario con los procesos y avances globales y regionales en materia de derechos y accesos.

Comentarios finales

En este trabajo se partió del reconocimiento del rol promotor y facilitador de las biblio-
tecas populares respecto a la inclusión digital, el uso de las tecnologías y la gestión de 
la información, el acceso a la arte y la lectura, el resguardo de la memoria y  la identidad 
pero, fundamentalmente, se hizo particular hincapié en su naturaleza y dimensión ética 
y solidaria, elementos distintivos y sustanciales que nos permiten visualizar y repensar 
modos de sociabilidad democrática y participativa opuestos al individualismo y a la con-
siguiente naturalización de la desigualdad. 

Poner en valor su rol como articuladoras comunitarias abre el camino para repensarlas en 
este futuro inmediato, teniendo en cuenta que nos enfrentamos a un escenario global que 
a corto y mediano plazo incluirá protocolos de distanciamiento social que no permitirán las 
tradicionales actividades  culturales ni la enseñanza cara a cara. Es indispensable vislum-
brar el momento actual como una oportunidad para seguir pensando y trabajando desde 
la política pública en el fortalecimiento de las bibliotecas populares como espacios cultura-
les para la cohesión social y el diálogo e intercambio con los sectores menos favorecidos. 
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Diversidad y desigualdad. Dos palabras que caracterizan la participación cultural de la 
población de Barcelona. Esta es una de las principales conclusiones de la primera Encuesta 
de participación y necesidades culturales de esa ciudad. Pero, ¿por qué hacer una nueva 
encuesta sobre participación cultural? En las ciudades se discute con intensidad sobre las 
desigualdades en la renta, en la salud, en la educación o en el acceso a la vivienda, pero 
debatimos mucho menos sobre las desigualdades en el ejercicio del derecho a participar 
en la vida cultural. Corremos el riesgo de beneficiar desproporcionadamente a quienes 
más oportunidades culturales tienen y más recursos culturales públicos utilizan. 

Ante las evidentes transformaciones en los hábitos culturales y el crecimiento de las 
desigualdades en la participación y las necesidades de la ciudadanía, es fundamental 
contar con un conocimiento riguroso y relevante. Un conocimiento que permita entender 
el consumo cultural, pero sobre todo la diversidad de prácticas individuales y colectivas 
que son fundamentales para el ejercicio de los derechos culturales. Un conocimiento 
sobre la realidad cultural de la ciudad que, en definitiva, permita elaborar y evaluar 
políticas culturales con el apoyo de evidencias contrastadas. A continuación, presento 
las características y resultados de una encuesta que fue realizada antes de la explosión 
de la pandemia, pero que generó un conocimiento relevante para entender cómo puede 
estar afectando a nuestro derecho a participar en la vida cultural de la ciudad. Concluyo 
el artículo con algunas sugerencias sobre el tipo de políticas culturales que considero 
necesarias hoy en día. 

Una encuesta innovadora y rigurosa

Las encuestas de participación cultural 
deben enfrentarse a diferentes retos. Uno 
de los riesgos más importantes que se 
corren es el de homogeneizar -es decir, 
reducir- la diversidad de formas en las que 
participamos en la vida cultural de la ciudad. 
Es evidente que la participación cultural 
no se limita únicamente a las actividades 
promovidas por las instituciones culturales, 
pero muchas encuestas consideran la 
participación solamente desde el punto de 
vista del consumo o de la asistencia a las 
actividades promovidas por el sector cultural, 
centrándose sobre todo en las categorías de 

“Es evidente que la 
participación cultural no 

se limita únicamente a las 
actividades promovidas por las 

instituciones culturales, pero 
muchas encuestas consideran 

la participación solamente 
desde el punto de vista del 

consumo o de la asistencia a 
las actividades promovidas por 

el sector cultural, centrándose 
sobre todo en las categorías de 

público o audiencia.”
público o audiencia. Por eso, el primer reto de la encuesta sobre participación y necesidades 
culturales en Barcelona fue abordar no sólo el acceso o la asistencia a eventos culturales, 
sino también la práctica cultural (creación, formación) y la participación en comunidad.
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Otro reto importante de las encuestas de participación cultural es evitar reproducir las jerarquías 
que genera el propio sistema cultural. Así, rápidamente se califica determinadas prácticas como 
“no culturales” o se etiqueta de “no participantes” a personas que, quizás, intervienen en la vida 
cultural de la ciudad de forma distinta. Evidentemente, una encuesta debe prestar atención 
a lo que la literatura académica denomina “cultura legitimada”: actividades reconocidas por 
y generadas con el apoyo de las instituciones públicas u otros agentes del sector cultural 
con mayor poder prescriptivo. Pero estas actividades constituyen una parte muy específica 
y formalizada de los hábitos culturales. Por eso, en Barcelona la encuesta prestó también 
atención a otras actividades y prácticas informales, comunitarias, populares, etcétera, que 
forman parte de la vida cotidiana y contribuyen al desarrollo de los derechos culturales.

“(...) la encuesta prestó también 
atención a otras actividades y 
prácticas informales, comunitarias, 
populares, etcétera, que forman 
parte de la vida cotidiana y 
contribuyen al desarrollo de los 
derechos culturales.”

Finalmente, muchas encuestas de participación 
cultural se limitan a medir la demanda (lo que 
hacemos) y muy pocas se preguntan por las 
necesidades (lo que querríamos hacer) y las 
valoraciones (la importancia de lo que hacemos). 
Por eso, la encuesta de participación cultural de 
Barcelona abandona la noción de cultura como 
lujo y aborda la participación cultural como lo 
que es: un derecho humano.

Los resultados: de la diversidad a las desigualdades

¿Cómo es la participación cultural en Barcelona y cuáles son los principales factores que 
explican sus desigualdades? ¿Qué necesidades culturales se pueden detectar entre la 
población? ¿Cómo valora la población la participación en la vida cultural de la ciudad? 
Estas son las tres grandes preguntas que se abordan en la encuesta. En primer lugar, 
la encuesta evidencia que la participación cultural en la ciudad es extensa y diversa y 
que no se limita a las actividades promovidas por las instituciones y las organizaciones 
culturales. Participar culturalmente no es sólo participar en la cultura legitimada. La 
vida cultural en la ciudad se desarrolla también por medio de actividades no siempre 
reconocidas como tales, y así lo corrobora la encuesta. 

Ahora bien, la participación cultural no está exenta de desigualdades. No sólo participamos 
de formas distintas, sino que nuestra participación cultural también se ve condicionada 
por desigualdades importantes. El código postal, el entorno familiar, el nivel de estudios, 
el origen, el género o la edad son factores significativos para entender las oportunidades 
y los resultados en el ejercicio del derecho a participar en la vida cultural de la ciudad. Y 
hablamos de desigualdades porque hay distintos grados de participación que se asocian 
sistemáticamente a determinados factores y condiciones sociales, en particular el barrio 
de residencia y la práctica cultural en el entorno familiar. Podemos decir que el código 
postal importa, y mucho, a la hora de ejercer nuestros derechos culturales.
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En segundo lugar, la encuesta recoge que la población de Barcelona manifiesta 
necesidades culturales de forma generalizada. Las necesidades son transversales en el 
conjunto de la ciudadanía: tanto las personas que participan a menudo en actividades 
como las que no lo hacen querrían dedicarle (más) tiempo. Pero las necesidades 
culturales también están marcadas por diversas desigualdades: si nos referimos a la 
asistencia o al acceso a actividades de cultura legitimada, quienes participan menos en 
este ámbito manifiestan una mayor necesidad de hacerlo. Incluso las personas que han 
tenido menos oportunidades y recursos manifiestan una mayor necesidad o voluntad 
de participar en las actividades culturales. Además, las mujeres declaran una mayor 
necesidad y voluntad de participar que los hombres. 

Así, los resultados de la encuesta cuestionan la idea, bastante extendida en el sector 
cultural, de que “quien no participa es porque no está preparado”. Así, la participación 
cultural no es exclusivamente una expresión de la subjetividad personal, sino también 
de complejas relaciones sociales, materiales y simbólicas. Y, además, se debe tener en 
cuenta la desconexión que puede existir entre la oferta de actividades institucionales y 
las necesidades de la ciudadanía. La formación en las artes y en las expresiones culturales 
también es una necesidad en Barcelona. Se trata de un derecho cultural nuevamente 
condicionado por las desigualdades. Vivir en un barrio de renta media o alta, tener un 
nivel de estudios más elevado, una práctica cultural familiar (y materna) más intensa, 
haber nacido en el resto de la Unión Europea o ser más joven implica haber tenido más 
oportunidades en cuanto a la educación artística y cultural.

En tercer lugar, la encuesta refleja un importante conocimiento sobre la valoración de las 
expresiones culturales en la vida de las personas, la comunidad y la ciudad. A diferencia 
de la participación y las necesidades, no se perciben desigualdades significativas. Las 
personas, independientemente de su barrio, origen, género y edad, otorgan mucha 
importancia y valores diversos a las artes y a la cultura. También es transversal la elevada 
importancia que la población otorga a las enseñanzas artísticas que se desarrollan en 
los centros educativos. En este sentido, otro aspecto innovador de la encuesta es la 
incorporación del concepto “activo cultural” para identificar espacios de referencia para 
la participación cultural en la ciudad. Una gran parte de la población valora como activos 
culturales espacios que no siempre se reconocen como tales (plazas, centros educativos 
o equipamientos deportivos). Como decía, la encuesta fue realizada previamente a 
la pandemia (en 2019), pero no deja de ser relevante para entender algunos de sus 
posibles efectos. Uno de los temas que aborda la encuesta es el valor público de los 
equipamientos culturales de proximidad, como bibliotecas y centros cívicos. Es decir, si 
estos espacios dan respuesta a las necesidades de la ciudadanía y ofrecen oportunidades 
para participar en la vida cultural. Para analizar este tema, la encuesta preguntó por el 
impacto que supondría para las personas un hipotético cierre de bibliotecas y centros 
cívicos en la ciudad. Los resultados ofrecen información valiosa, que hoy (a la luz de los 
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acontecimientos) podemos interpretar de una manera significativa.

Cómo se puede observar en el gráfico 1, el cierre de bibliotecas y centros cívicos afecta a 
buena parte de la población. Las personas reconocen el valor de estos equipamientos para 
su vida, pero todavía más cuando se les pregunta en relación a la importancia para el conjunto 
del barrio. Las bibliotecas y centros cívicos tienen muchos retos pendientes, pero la encuesta 
evidencia su valor público y su potencial como promotores de diversidad y equidad.

Gráfico 1. Impacto ante un hipotético cierre de bibliotecas públicas y centros cívicos

Fuente: Encuesta de participación y necesidades culturales de Barcelona.

Ahora bien, la encuesta no sólo permite estimar cómo sería el impacto hipotético del 
cierre de bibliotecas y centros cívicos, sino a quiénes afectaría en mayor medida este 
cierre. Como indica el gráfico 2 podemos saber que el impacto sería (¿lo ha sido?) más 
grave entre las personas que viven en barrios de renta baja que entre aquellas residentes 
en barrios de renta media y alta.
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Gráfico 2. Impacto ante un hipotético cierre de bibliotecas públicas y centros cívicos. Según renta familiar disponible de cada tipo de barrio

Fuente: Encuesta de participación y necesidades culturales de Barcelona.

Sin olvidar que sufrimos una crisis de salud pública y económica que lógicamente va mucho más 
allá del ámbito cultural, estos resultados son relevantes para el debate sobre la desigualdad 
en el ejercicio del derecho a participar en la vida cultural de la ciudad. Cuando hablamos de los 
impactos de la crisis del COVID-19 en el ámbito cultural, estamos hablando de impactos en 
el sector cultural, pero también (y muy especialmente) en la vida cotidiana de las personas. La 
situación que vivimos impacta gravemente en la actividad de las organizaciones, entidades, 
empresas y equipamientos, pero también (y muy especialmente) en la vida cultural de la 
ciudadanía. Esta mirada de conjunto es clave, porque de lo contrario corremos el riesgo de 
analizar el impacto de la pandemia sólo en términos del sector cultural profesional.

Las políticas culturales: de las desigualdades a la equidad

Cuando se trata de tomar decisiones que influyen en el derecho a participar en la vida 
cultural de la comunidad, no existen recetas o políticas únicas y reproducibles en todos 
los contextos. Pero si sumamos el conocimiento generado en la encuesta y en otras 
investigaciones sobre esta cuestión1, me permito sugerir líneas estratégicas de actuación 

1	 Pueden consultarse en http://ubicarse.net	
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que entiendo como relevantes en un momento de pandemia, pero incluso más allá. 
Ante un contexto de diversidad y desigualdades en la participación cultural, es necesario 
situar la equidad en el centro de la agenda de las políticas culturales. Disponemos de 
experiencias, proyectos e iniciativas muy relevantes en este sentido, pero carecemos 
de políticas estructurales. Ahora bien, debemos entender que promover la equidad en la 
participación cultural no significa promover “una misma cultura para todos”, administrada 
y suministrada por las mismas instituciones y organizaciones. Equidad no es lo mismo 
que homogeneidad. Pero tampoco equivale a segregación: una política basada en la 
idea de “cada uno con su cultura, pero bien separados” no permitirá hacer frente a las 
desigualdades.

El concepto de equidad en políticas culturales significa desarrollar intervenciones 
específicas en función de necesidades colectivas distintas, con el objetivo de reducir 
las desigualdades en el ejercicio del derecho a participar en la vida cultural de la ciudad. 
Con la mirada en el sector y las personas que trabajan (ya precarizadas mucho antes 
de la pandemia), pero también y sobre todo en las desigualdades que sufre y sufrirá la 
ciudadanía. Necesitamos desplegar este tipo de intervenciones en común, cooperando 
entre diferentes. Desde el (re)conocimiento de la diversidad de capacidades y de 
formas de participar de las personas y las comunidades, al tiempo que se asumen 
responsabilidades y se despliegan políticas públicas. Esta mirada incluye el sector 
profesional de la cultura, pero va mucho más allá. Necesitamos abordar los problemas 
específicos de los profesionales que trabajan en el sector cultural. Es fundamental 
hacer frente a la gran precariedad que ya existía antes de la pandemia entre muchos 
trabajadores y trabajadoras del sector y que se ha extendido todavía más. Pero es 
el momento para desarrollar políticas culturales que aborden dos caras del mismo 
conflicto: la desigualdad-precariedad en el trabajo (cultural) y la desigualdad-
inequidad  en la participación cultural. La reactivación del sector cultural no puede 
ir desconectada de la lucha contra las desigualdades en el ejercicio de los derechos 
culturales de la ciudadanía.

Esta perspectiva será relevante si nos interpela como sociedad: los derechos culturales 
serán derechos reclamados por la ciudadanía o no serán. Las organizaciones culturales 
tienen mucho por hacer para avanzar en el derecho de las personas a participar en 
la vida cultural de la ciudad, pero los agentes educativos y el sistema de salud o las 
políticas económicas, también. Debemos preguntarnos qué debe cambiar para construir 
una sociedad en la que podamos dedicar tiempo a todo aquello que consideramos 
culturalmente valioso y significativo. Debemos pensar qué cambios estructurales son 
básicos para dar apoyo a las personas y comunidades en su vida cultural. Porque los 
derechos culturales avanzan a medida que avanzan el resto de derechos, y la democracia 
también se vuelve más real y sólida cuando se ejercen los derechos culturales.
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La creación y el goce de cultura nos constituye como seres humanos en comunidad y 
alimenta nuestro despliegue como personas. No menos esencial es la dimensión po-
lítica de la cultura y su potencial de resistencia y de emancipación. El ciclo de creación 
humana y su goce fructifica en obras culturales de infinitas formas, que son nutrientes 
necesarios para la sociedad y los individuos y para la continuidad de los procesos de 
creación. Por éstas y otras razones el derecho de acceso y goce de la cultura y el derecho 
de los autores y titulares sobre sus obras se encuentran reconocidos como derechos 
humanos en tratados internacionales y en las legislaciones de cada país. Sin embargo, 
se trata de derechos muy diversos.

El disfrute de la cultura, el acceso a la información y el conocimiento, así como la utiliza-
ción de los resultados de la ciencia, junto con la libertad de expresión y la educación, son 
derechos fundamentales para el desarrollo armónico e inclusivo de la sociedad y el logro 
de la plenitud en el desarrollo individual. Pertenecen a la clase de los derechos sociales, 
que persiguen la igualdad y el establecimiento de condiciones para que todos las perso-
nas sin discriminación puedan educarse, ser autónomos, aprender a lo largo de la vida 
y por tanto, habilitar la posibilidad de ser también creadores de conocimiento y cultura. 
Estos derechos forman parte esencial de los cimientos de una sociedad democrática.

Los autores, los creadores de obras de todo tipo, tienen el derecho a ser reconocidos y 
a recibir retribuciones económicas por la explotación de sus creaciones. El derecho de 
autor, como parte del derecho a la propiedad intelectual, protege no sólo a los autores 
sino a los editores y otros titulares y también es regulado por la legislación nacional e 
internacional.  A diferencia de los derechos de acceso, se trata de derechos e intereses 
particulares que establecen un monopolio de explotación, y por esa razón tienen limita-
ciones que procuran cierta ecuanimidad con los intereses de la sociedad en su conjunto. 
Los límites son de dos tipos y se determinan a través de la legislación, por un lado el ca-
rácter temporal de la protección de la propiedad intelectual, por otro, las excepciones a 
los derechos de explotación de las obras que habilitan su utilización en casos especiales 
sin requerir la autorización de los titulares, lo que favorece el interés general.

Hasta los años 70 del siglo XX puede considerarse que se mantuvo un cierto equilibrio 
entre los dos derechos, pero en los últimos 50 años se produjo una expansión antes 
nunca vista de la protección de la propiedad intelectual en detrimento del derecho social 
de acceso y goce de la cultura. Ejemplos de esta ruptura del equilibrio son el surgimien-
to de nuevos dispositivos legales para el control de las obras en el entorno digital, tales 
como las Medidas Tecnológicas de Protección o los DRM (Digital Rights Managements) 
que obstaculizan el acceso y reproducción de las obras y establecen un seguimiento de 
su uso; el patentamiento de genes, células, plantas,  animales y de saberes de los pue-
blo originarios; las ofensivas de los países desarrollados contra la mal definida y deno-
minada “piratería” y la extensión de los plazos de protección sobre las obras cuya única 
finalidad es prolongar los períodos de ganancias para los titulares de la explotación de 
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las mismas, posteriores al fallecimiento de los creadores.

Este proceso tuvo también su correlato en los espacios internacionales de tratamiento 
de temas culturales. Hasta principios de los 80, La UNESCO era una de las principales 
tribunas de debate sobre la cultura, la información y la educación. Sin embargo, una 
década más tarde, en los ámbitos que hegemonizan las relaciones de poder, el trata-
miento de esos temas fue sufriendo un desplazamiento a la esfera del comercio, y su 
principal organismo internacional, la Organización Mundial del Comercio (OMC), creada 
en 1995. En ese contexto, la concepción de la cultura, la información y el conocimiento 
como derechos fundamentales del ejercicio de la democracia, fue mutando a su consi-
deración como productos de una industria dirigida a consumidores y sometidos a la ley 
de la oferta y la demanda, es decir, como mercancías. Consumación de esta línea ideo-
lógica es el Acuerdo General sobre el Comercio de Servicios o AGCS (en inglés, General 
Agreement on Trade in Services o GATS), de 1995, en el que se prevé la privatización de 
los servicios culturales y educativos.

El advenimiento de la era digital, con su infinito potencial para producir, reproducir y 
difundir información, conocimiento y cultura a muy bajo costo, y a la vez, para el surgi-
miento de gigantes posibilidades de negocios, es una de las causales del avance de las 
tendencias privatizadoras, junto a los procesos de neoliberalismo y globalización. En 
los ámbitos educativos, las bibliotecas, archivos y museos, la investigación científica y 
el mundo académico estas tensiones se manifiestan en forma cotidiana, significativa y 
de múltiples modos. La necesidad de la lectura y de la circulación de obras en un mundo 
de restricciones, conduce necesariamente a prácticas que empujan y quiebran la legis-
lación, cuando ésta limita cada vez más el acceso al conocimiento y la cultura. En Ar-
gentina, hacer una copia de un capítulo de un libro, o de un artículo que se encuentra en 
una Biblioteca para uso personal, como ejemplo, debería contar con la autorización de 
los titulares de los derechos o pagar un canon a la correspondiente sociedad de gestión 
colectiva de derechos.

“El advenimiento de la era digital, con su infinito potencial para producir, 
reproducir y difundir información, conocimiento y cultura a muy 

bajo costo, y a la vez, para el surgimiento de gigantes posibilidades 
de negocios, es una de las causales del avance de las tendencias 

privatizadoras, junto a los procesos de neoliberalismo y globalización.”
Es por eso que se hace imprescindible contar con excepciones al derecho de autor para 
bibliotecas, archivos y museos y para fines educativos y de investigación. El desequili-
brio y la tirantez entre el derecho de acceso a la información, el conocimiento y la cultura 
por un lado y la propiedad intelectual por otro se ha incrementado en forma exponencial 
en tiempos de la pandemia producida por el coronavirus COVID19. En las actuales cir-
cunstancias también se ha magnificado la demanda información urgente por parte de 



# 3  |  O C T U B R E  2 0 2 0    C U LT U R A  |  D o c u m e n t o s  d e  t r a b a j o  s o b r e  p r o b l e m á t i c a s  c o m u n e s  a l  A M B A

F U N D A C I Ó N  U R B E 45

investigadores, personal de la salud, administraciones públicas de la sanidad y la pobla-
ción en su conjunto, tanto para abordar el diagnóstico y tratamiento de la enfermedad 
como para asegurar la continuidad de las actividades educativas, el trabajo a distancia y 
el goce de la cultura en general en situaciones de aislamiento social.

Los tiempos de pandemia plantean grandes 
desafíos sobre las barreras que la propie-
dad intelectual impone cuando los accesos 
solo son posibles mediante suscripciones u 
otras formas de pago y han generado inicia-
tivas que buscan flexibilizar estos límites. Un 
conjunto de instituciones que representan a 
educadores, bibliotecas, archivos, museos, 
académicos y defensores del acceso a medi-
camentos de 199 países, dirigieron una nota 
en abril de 2020 al Dr. Francis Gurry, Director 

“Los tiempos de pandemia 
plantean grandes desafíos 

sobre las barreras que la 
propiedad intelectual impone 
cuando los accesos solo son 

posibles mediante suscripciones 
u otras formas de pago y han 

generado iniciativas que buscan 
flexibilizar estos límites.”

“Argentina es uno de los países 
del mundo con legislaciones de 
derecho de autor más restrictivas”

General de la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual (OMPI) en la que solicitaron 
que se permita el uso de trabajos protegidos para la educación, la investigación y el acceso 
a la salud y la cultura y que se promueva la eliminación de barreras para la fabricación y 
distribución de productos de detección, prevención y tratamiento del COVI-19, entre otros.

Una acción a mencionar en Argentina es la del abogado Alejandro Butler, respaldada por 
el Grupo Bibliotecario sobre Acceso a la Información y Propiedad Intelectual (G-BAIPI), 
presentada en abril de 2020 a la Presidencia de la Nación como petición a fin de que se 
libere el derecho de acceso a obras protegidas por derecho de autor mediante la au-
torización a bibliotecas, archivos y museos, instituciones, centros y establecimientos 
científicos, culturales, artísticos y de enseñanza del país, para que puedan suministrar 
los documentos que los ciudadanos requieran durante el tiempo que dure la emergencia 
sanitaria por la pandemia. Esta demanda se justifica porque en Argentina la legislación 
de propiedad intelectual no contempla excepciones para estos casos.

Es que Argentina es uno de los países del mundo con legislaciones de derecho de autor 
más restrictivas. Tiene escasisimas excepciones para utilizar obras protegidas sin auto-
rización de los titulares, es uno de los 21 países del mundo que no otorgan excepciones 
para el trabajo de las bibliotecas, no cuenta con excepciones para el ámbito educativo ni 
de investigación y la copia privada es considerada un delito. La legislación de propiedad 
intelectual argentina carece de cláusulas de uso justo que faciliten algunas obras deri-
vadas como una parodia y la cita sólo está permitida con fines didácticos y hasta 1000 

palabras u 8 compases. Para oscurecer aún 
más este panorama, la Ley 25.446 obliga a 
sumar la autorización del editor a la del au-
tor para reproducir una obra.
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El colectivo bibliotecario en el país tomó conciencia de esta situación y a través de la 
Subcomisión de Propiedad Intelectual, Acceso a la Información y Libertad de Expresión 
de la Asociación de Bibliotecarios Graduados de la República Argentina (ABGRA), ela-
boró y participó en la presentación en el Congreso de la Nación, entre 2010 y 2015, de 
tres proyectos legislativos que procuran la inclusión de excepciones para bibliotecas, 
mediante la modificación de las leyes 11723 y 2544611 . El lobby de las cámaras edi-
toriales y la entidad de gestión colectiva de derechos, CADRA, impidió su tratamiento y 
en consecuencia perdieron estado parlamentario. Actualmente, el Grupo Bibliotecario 
sobre Acceso a la Información y la Propiedad Intelectual (G-BAIPI), constituído con los 
mismos integrantes de la citada Subcomisión, continúa realizando diferentes acciones 
en pos de la reforma de la legislación con múltiples acciones de capacitación, difusión y 
orientación sobre la problemática del derecho de autor en relación con las bibliotecas.

Las rispideces y tensiones entre la propiedad intelectual y las instituciones y ámbitos en 
los que se produce o difunde cultura y conocimiento, así como la sociedad en general, 
también se manifiestan en la órbita internacional de los proyectos de tratados interna-
cionales, especialmente en la OMPI. Así es que el Proyecto de Tratado sobre Excepciones y 
Limitaciones para las Bibliotecas y Archivos, presentado por (Federación Internacional de 
Bibliotecas y Asociaciones Bibliotecarias) IFLA ante ese organismo intergubernamental, 
que podría establecer un nivel mínimo de excepciones para que las bibliotecas puedan 
realizar en forma legal y sin pedir autorización, acciones que permitan circular y repro-
ducir obras con fines de estudio, investigación o entretenimiento, está siendo demorado 
y obstaculizado por las naciones más desarrolladas. Lo mismo le ocurre al otro tratado 
en discusión en el ámbito de la OMPI, que  es el Proyecto sobre Limitaciones y Excepciones 
para  Instituciones Docentes  y de Investigación, cuyo objetivo es el de establecer excepcio-
nes al derecho de autor para alentar la enseñanza y fomentar la investigación científica 
y la innovación. Mejor suerte corrió el Tratado de Marrakech para Facilitar el Acceso a las 
Obras Publicadas a las Personas Ciegas, con Discapacidad Visual o con otras Dificultades 
para Acceder al Texto Impreso2, que fue adoptado el 27 de junio de 2013, entró en vigor  
en 2016 y Argentina adhirió mediante la Ley 27.061. Queda pendiente su incorporación 
a la Ley 11.723, que ya cuenta con media sanción del Senado.

El debate es muy complejo y para que sea razonable y justo debe incluir a todas las par-
tes involucradas y eludir los enfrentamientos simplistas y la confusión entre la situación 
de los autores y el rol de las editoriales, con prácticas que muchas veces perjudican a los 
creadores. En una entrevista con Javier Matto3, Beatriz Busaniche señala “Otro proble-
ma es que la discusión se da entre partes interesadas y se pierden voces de bibliotecas, 
de la educación, del mundo académico, museos, archivos y organizaciones barriales. Pa-

1	 El último proyecto puede consultarse en https://hcdn.gob.ar/proyectos/proyecto.jsp?exp=5792-D-2015

2	  Ver en https://www.wipo.int/treaties/es/ip/marrakesh/

3	  Realizada el 6 de mayo de 2020.
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rece que todo fuera una puja entre lectores y autores, de consumidores piratas frente al 
mundo de la cultura. La industria cultural es parte de la cultura pero no es toda la cultura 
ni mucho menos la única voz autorizada para hablar de cultura. Hay una gran comunidad 
de personas que nunca son escuchadas en esta discusión, que no tienen la visión ma-
terialista o rentística de la cultura, de la propiedad intelectual en términos de propiedad 
como bienes tangibles.” 

La cultura, así como tantos aspectos de la vida social, se ha transformado en un campo de 
batalla en el que se disputan modelos sociales diferentes y muchas veces irreconciliables. Pero 
constituiría un verdadero golpe a la formación de una sociedad justa y equitativa, que la cultu-

ra y el conocimiento sean concebidos en forma 
hegemónica como mercancías y no como bie-
nes comunes de la humanidad. Por tanto, es 
imprescindible que las decisiones sobre ellos 
se tomen con la participación de todas las vo-
ces y no solo de las que representan los intere-
ses privados y de negocios. Los costos sociales 
que imponen los monopolios establecidos por 
las legislaciones nacionales e internacionales 
de propiedad intelectual, no pueden ser ma-
yores que los beneficios que recibe la sociedad. 
De otro modo, se transforman en un real obs-
táculo para el acceso social a la información, el 
conocimiento y la cultura, es decir, en un obstá-
culo para la vida en democracia.

“Los costos sociales que imponen 
los monopolios establecidos 
por las legislaciones nacionales 
e internacionales de propiedad 
intelectual, no pueden ser 
mayores que los beneficios 
que recibe la sociedad. De otro 
modo, se transforman en un real 
obstáculo para el acceso social a 
la información, el conocimiento y 
la cultura, es decir, en un obstáculo 
para la vida en democracia.”
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¿Ciudadanos  
digitales vs. 
creadores? 
Falacias jurídicas y 
conflicto “aparente”

Pablo Ladizesky
Abogado (UBA) con diploma de honor, se ha especializado en temas 
vinculados al derecho público, legislación cultural y autoral. Desde 
2004 se ha desempeñando como director/consultor/asesor en 
diferentes áreas del Ministerio de Cultura de la Nación en temas de su 
especialidad. Ha dictado numerosos cursos, talleres, y/o seminarios 
sobre diferentes aspectos vinculados con los derechos culturales.
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La crisis sanitaria mundial exacerbó de forma exponencial un fenómeno preexistente. 
El consumo de bienes y servicios culturales  a través de Internet. Los Baby Boomers, 
la generación X,  los millennials, y los post millennials, conviven interconectados en 
la red de redes, y en pocos “clicks” disfrutan o transforman creativamente esos 
bienes. Los intervienen, los resignifican, y comparten el resultado de esa interacción. 
Efervescentes, las redes sociales y las plataformas de mensajería instantánea se llenan 
de hipervínculos que nos transportan a una escena multifacética hecha de música, 
películas, animaciones, literatura, artes visuales y un gran número de obras que 
integran nuevos géneros y estilos diferentes o recombinados, como los irreverentes 
memes, que satirizan críticamente nuestra mirada sobre la época.  La velocidad es 
asombrosa, casi  instantánea. En milésimas de segundo los habitantes de todas las 
naciones ponen a circular creaciones basadas en otras anteriores, ejerciendo derechos 
-subjetivos y colectivos- ampliamente reconocidos, y ampliando en consecuencia la 
ciudadanía cultural/digital.  

Pero al mismo tiempo, y con vértigo 
semejante, cometen un gran número de 
ilícitos civiles, y hasta delitos penales, -en 
ocasiones insospechados-, transgrediendo 
minuto a minuto un complejo entramado 
de normas legales concebidas en tiempos 
analógicos. Todo el andamiaje jurídico 
que ordenó el sistema y las reglas de 

“Todo el andamiaje jurídico que 
ordenó el sistema y las reglas de 

la propiedad intelectual a fines 
del siglo XIX y principios del XX, 
atraviesa una crisis estructural 

sin precedentes”
la propiedad intelectual a fines del siglo XIX y principios del XX, atraviesa una 
crisis estructural sin precedentes. En todo el mundo moderno se admite que las 
legislaciones vigentes no ofrecen las respuestas que demanda la era digital, y se 
discuten enmiendas y reformulaciones que contribuyan a resolver la tensión entre 
los derechos involucrados.

Es un debate repleto de tensiones y contrapuntos que habitualmente aparece 
acompañado por la idea de la “armonización”. Es decir que se subraya la necesidad de 
“equilibrar” los derechos ligados al ejercicio de la ciudadanía cultural/digital, con los 
derechos ligados a la propiedad intelectual, y específicamente con los autorales. Una 
mirada rápida sobre el asunto, arroja una conclusión verdadera: es una responsabilidad 
insoslayable del Estado dotar de equilibrio a la ecuación, en la medida en que nos 
encontramos en presencia de derechos consagrados, en todos los casos, con rango 
constitucional. Pero como no existen los “equilibrios neutros” (con excepción de 
algunas reglas físicas o matemáticas), es importante poner en debate “lo que debería 
armonizarse”. Las tensiones jurídicas no son universales, ni tienen carácter atemporal. 
Son contingentes, y la percepción que cada sociedad tiene acerca de ellas se relaciona 
íntimamente con los valores que adquieren legitimidad en cada época.  
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En todas las naciones, y la Argentina no es la excepción, los textos constitucionales 
incorporan un amplio abanico de derechos que fueron consagrados en momentos 
diversos de la historia, y  por lo tanto se corresponden con esquemas de legitimidad 
también diversos.  Entonces podemos preguntarnos: ¿Cómo podemos historizar los 
derechos de autor y los derechos culturales en nuestro  devenir  constitucional? ¿Cuáles 
son verdaderamente los derechos en tensión?  

Los derechos de primera generación, también conocidos como derechos civiles y 
políticos, irrumpen en la escena con la finalidad de tutelar a los ciudadanos frente a 
las intromisiones del poder estatal, características del “ancien régime”. La libertad es el 
valor  subyacente en esta generación de derechos que se ejercen frente al Estado, y en 
consecuencia le imponen a este último un deber de abstención. El deber de no interferir 
en el ejercicio de las libertades individuales,  que en el caso argentino fueron incorporadas 
a la Constitución liberal de 1853 en la consabida “parte dogmática”, y enseñadas desde 
entonces bajo el discutible significante de “cláusulas pétreas”. En aquel texto la presencia 
de los derechos culturales era ínfima, y en términos literales, la palabra “cultura” no 
aparecía en ninguno de sus artículos. La cuestión cultural se encontraba sesgada al 
ejercicio de la “libre creación” -como expresión concreta de la libertad de expresión-.  

Este es el origen del Derecho de Autor en el constitucionalismo argentino, definido en el artículo 
17º como el derecho que le corresponde a cada “…autor o inventor a la propiedad exclusiva de su 
obra, y a beneficiarse de ella durante el término que le acuerde la ley…”.  Fue concebido originalmente 
como una expresión del derecho de propiedad, y por esa razón recibió tratamiento en ese 
artículo, que se refiere al carácter inviolable de esta última. Claro que, mientras duró el Estado 
Liberal, la actividad creadora era solamente una libertad admitida por el Estado. Las posibilidades 
materiales de los ciudadanos  para ejercerla, determinaban la medida de aquella libertad. 

La segunda mitad del siglo XX alumbró los derechos de segunda generación, también 
designados como derechos sociales, económicos y culturales. Nacen mirando a la 
igualdad como valor deseable y  complementario de la libertad.  Ya no se trata de evitar 
la intromisión del Estado en los asuntos privados, sino de exigir y esperar que el Estado 
implemente políticas públicas tendientes a satisfacer las necesidades de los habitantes. 
Más adelante, la tercera generación de derechos, fue designada como la generación de 
los derechos colectivos. El derecho al ambiente sano y sustentable, el derecho de los 
consumidores, el derecho a la identidad nacional y cultural, a la coexistencia pacífica, o a 
la solución integral de los problemas demográficos o alimenticios, entre otros, integran 
esta generación. En este caso, la titularidad en el ejercicio de los derechos no radica en 
los sujetos, sino en la comunidad, o en alguno de los colectivos que la conforman.  

“Entonces podemos preguntarnos: ¿Cómo podemos historizar los 
derechos de autor y los derechos culturales en nuestro  devenir  

constitucional? ¿Cuáles son verdaderamente los derechos en tensión?  
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En materia de derecho autoral, nuestra 
Constitución conserva la fórmula de 
primera generación (derecho de autor como 
propiedad), garantizando a los creadores 

“La tensión que nos ocupa, entonces, 
se encuentra atravesada por las 
tres generaciones de derechos.” 
el monopolio exclusivo para explotar sus obras.  Pero al mismo tiempo, los tratados 
internacionales que la Argentina ha ratificado y jerarquizado con rango constitucional, 
consagran con diferentes fórmulas: 1) el derecho los ciudadanos a interactuar con 
los bienes y recursos culturales que los rodean, valiéndose de ellos para su progreso 
(dimensión subjetiva/segunda generación) y  2) el derecho de las comunidades a gozar 
de esos mismos bienes, y transformarlos a lo largo del tiempo, constituyendo su 
identidad (dimensión colectiva/tercera generación). La tensión que nos ocupa, entonces, 
se encuentra atravesada por las tres generaciones de derechos. 

Algunas voces, ejerciendo una aparente defensa de los creadores, pregonan con enjundia 
que para evitar la  vulneración de sus derechos, el monopolio legal para explotar las 
obras debe permanecer inalterado. Y como solución casi excluyente para posibilitar el 
disfrute de la cultura a través de la red, y retribuir a los autores por la utilización de sus 
creaciones, resaltan las bondades de los servicios arancelados de streaming en todas 
sus modalidades. Insisten también, por supuesto, con la persecución punitiva de todo 
aquel que consuma cultura en Internet por fuera de estos dispositivos.    

No encontramos ningún disvalor en la existencia de esas plataformas. Pero es fácil advertir 
que los gigantes del entretenimiento y las grandes compañías de telecomunicaciones 
las ubican como la única herramienta posible para compatibilizar derechos, porque han 
transformado los modelos de negocios que mantenían desde la era analógica, y se han 
volcado a la venta de triple y cuádruple play, -y también de streaming-, convirtiéndose 
en los grandes ganadores de la época. No es la comunidad artística y creativa la que 
defiende ciegamente esta alternativa como único recurso  para ejercer sus derechos. 
Las plataformas de streaming pueden ser muy útiles, pero a excepción de los  autores 
consagrados, es un esquema de negocios que tampoco ofrece retribución justa o 
suficiente para ellos.  

Ocurre que, aunque los asiste el derecho a la explotación “exclusiva” de sus obras, 
(primera generación), cuando ese monopolio legal resulta atravesado por las relaciones 
que deben establecer para poder comercializarlas, no representa una ventaja sustantiva. 
Y lo que suele quedar oculto cuando se simplifica el debate, es que hay una segunda 
dimensión en el derecho que asiste a todo creador.  Es el derecho social  y económico a 
vivir dignamente con los frutos de su trabajo (segunda generación)   

En este punto, debemos señalar que el monopolio legal conferido para explotar las 
obras posee rango constitucional, pero no integra el abanico de los derechos humanos 
fundamentales. En cambio el derecho de los creadores a vivir dignamente, y el de 
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los ciudadanos a disfrutar y transformar la riqueza cultural que los rodea, no solo 
resultan constitucionales, sino que integran, en ambos casos, ese universo. Por esa 
razón, necesitamos correr el velo y afirmar que  la obligación indelegable del Estado es 
garantizar la armonía y el ejercicio efectivo de los dos “derechos humanos” que integran 
la ecuación. Pero el monopolio legal exclusivo, puede ser repensado bajo el prisma de esa 
obligación. Y aunque permanezca en la “parte dogmática” de nuestra Constitución, no se 
trata de un derecho absoluto, sino que es susceptible de reglamentación por medio de 
una acción legislativa, que  debe estar orientada  por el objetivo antes señalado.   

La ley de propiedad intelectual en la Argentina es casi nonagenaria. Fue sancionada en 
1933, y es sorprendente comparar el texto original de la norma con el texto vigente en la 
actualidad.  Para una norma de esa importancia, y considerando el volumen y la dimensión 
de las transformaciones acaecidas, casi no se ha reformulado. Y sus enmiendas, escasas 
e insuficientes, no están orientadas en la dirección señalada.  

Nos encontramos en condiciones de afirmar, entonces, que el difundido conflicto de 
derechos es, en gran medida, “aparente”. Si se pretende enfrentar el derecho al “monopolio 
legal de explotación” con los “derechos de acceso ciudadano”, y se los coloca en un plano 
de paridad, las conclusiones se tornan falaces. La paridad existe entre el derecho de 
los autores al “buen vivir” derivado de su trabajo, y el derecho a la construcción de la 
ciudadanía cultural/digital. Estos derechos, son perfectamente compatibles.   

“Nos encontramos en condiciones 
de afirmar, entonces, que el 

difundido conflicto de derechos 
es, en gran medida, “aparente”.”

Para los creadores el monopolio legal no 
tiene la potencialidad económica de antaño. 
La  circulación de sus obras en redes y 
plataformas, siempre que se respeten los 
denominados derechos “morales” (créditos 
de autoría, e integralidad y esencia de la 
obra), suelen generar un amplio espectro de oportunidades que trascienden la explotación 
tradicional. Las licencias libres o semiabiertas cumplen un papel preponderante en este 
aspecto.  Por otra parte, si nuestra ley interna legitimase la copia digital, personal o 
profesional, con fines educativos, científicos o culturales, así como la acción de compartirla 
bajo ciertos parámetros, el resultado sería la  ampliación de la ciudadanía digital, y una 
mayor difusión del trabajo efectuado por creadores emergentes, que también se traduce 
en oportunidades económicas.  

La denominada regla del “fair use” (uso justo), tiene en su matriz filosófica una idea 
interesante. Es el uso ciudadano de las obras, sin consentimiento previo, que el Estado 
promueve (por “justo”), y no solo que el Estado “tolera”, como ocurre con las “limitantes” 
o “excepciones”, que en circunstancias muy puntuales, descriptas por la ley bajo la 
forma de “númerus clausus”, lo admite también.  No son incompatibles. No podemos 
soslayar que algunas excepciones deben incorporarse de manera  urgente a nuestra 
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Ley, especialmente a favor de los museos, archivos y bibliotecas públicas, que no 
pueden cumplir sus cometidos más elementales en el entorno digital. En este punto, 
especialmente en el caso de las bibliotecas, Argentina integra una triste veintena entre 
los países de todo el mundo, que carecen de esta regulación. 

Pero volviendo a la copia digital personal, si además se utilizaran herramientas tributarias 
para compensar a los creadores por la incorporación de esa licencia legal, la mirada estaría 
puesta, también, en el derecho de aquellos a vivir dignamente.  No debería retomarse 
la idea de un impuesto al soporte tangible de almacenamiento,  ya descartada en 2011 
tras su media sanción, porque recae de manera directa en los usuarios. Los ISP de 
mayor rentabilidad están en capacidad de efectuar un aporte en este sentido. Gestionan 
comercialmente un servicio público esencial, e incorporan cientos de miles de abonados 
mediante estrategias publicitarias que nos ofrecen bajar cualquier tipo de contenido a 
velocidades supersónicas. Pero nadie advierte en la letra chiquita que “… generar una 
copia personal podría infringir la normativa vigente….”, como sí nos cuentan que “… el fumar 
es perjudicial para la salud” o que es necesario“… beber con moderación….” 

Si se pretende desterrar la pobreza, la marginación, y la exclusión que ha sembrado 
el capitalismo financiero y  neoliberal, y se pregona un capitalismo más humano, 
equitativo,  con distribución del ingreso y justicia social, también es necesario dar 
algunos pasos para desmercantilizar el conocimiento, y democratizar el acceso a los 
bienes culturales. Porque esta es también la era del “capitalismo cognitivo”, y si no se 
pone allí la mirada, el resto habrá sido en vano.   
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Los Derechos Culturales en las normativas internacionales y Declaraciones de Dere-
chos  Humanos 

La Declaración Universal de Derechos Humanos proclamada por la Asamblea General 
de las  Naciones Unidas en París, el 10 de diciembre de 1948, en el marco de la segun-
da posguerra  europea-mundializada del siglo XX, en su Artículo 27 establece que “las 
personas tienen  derecho a participar de la vida cultura de su comunidad y gozar de los be-
neficios del progreso  científico y sus aplicaciones, así como a obtener protección de sus «in-
tereses morales y  materiales que le correspondan por razón de las producciones científicas, 
literarias o artísticas  de que sea autora»” Luego, se reconocen los derechos culturales con 
la sanción del Pacto  Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (Na-
ciones Unidas, 16 de  diciembre de 1966, que entró en vigencia recién el 3 de enero de 
1976). Cabe señalar que en el  art. 15 del Pacto DESC se reconocen idénticos derechos 
que los sostenidos en el articulado 27  de la Declaración Universal de DDHH. 

Los Derechos Culturales en el siglo XXI: la Declaración de Friburgo de 2007 

El 7 de mayo de 2007 un grupo de investigadores, intelectuales, diversas universidades 
europeas, de Túnez, analistas y observadores de UNESCO y otros organismos internacio-
nales,  aprobaron la Declaración de Friburgo en la universidad homónima1. El contexto del 
que parten se liga a un diagnóstico que señala “la continuidad de las violaciones, del hecho 
de que las  guerras actuales y potenciales encuentran en gran medida su germen en las 
violaciones de  derechos culturales, y de que numerosas estrategias de desarrollo han 
demostrado ser  inadecuadas por ignorancia de estos derechos”, al tiempo que afirman 
que ”la universalidad y  la indivisibilidad de los derechos humanos se resienten por la margi-
nalización de los derechos culturales”. Asimismo, se sostiene que “(el) reciente desarrollo de 
la protección de la  diversidad cultural no puede ser comprendido, si se quiere evitar el relati-
vismo, sin un anclaje  en el conjunto indivisible e interdependiente de los derechos del hombre 
y, más  específicamente, sin una clarificación de la importancia de los derechos culturales.” Por 
ello, si  bien se afirman y explicitan en esta Declaración “derechos que ya están reconocidos 
en  numerosos instrumentos”, los mismos se encuentran “de manera dispersa” y se requiere 
-entonces- volver a señalar la relevancia que estos derechos adquieren en el mundo  con-
temporáneo como parte de “las dimensiones culturales de los demás derechos humanos”.

Se reconoce que se parte de “los dos Pactos internacionales de las Naciones Unidas, la  De-
claración Universal de la Unesco sobre la Diversidad Cultural y los otros instrumentos  univer-
sales y regionales pertinentes” y se reafirma que ”los derechos humanos son  universales, 
indivisibles e interdependientes, y que los derechos culturales son, al igual que los  otros de-
rechos humanos, expresión y exigencia de la dignidad humana”; al tiempo que se  sostiene 

1	  En la Declaración de Friburgo sobre derechos culturales, que se realizó 7 de mayo de 2007 en la Universidad de  Friburgo y 
el 8 de mayo de 2007 en el Palacio de las Naciones de Ginebra se planteó la especificación y  diferenciación entre derechos huma-
nos y derechos culturales. El texto fue presentado por el Observatorio de la  Diversidad y los Derechos Culturales en conjunto con la 
Organización Internacional de la Francofonía y la UNESCO.  La Declaración de Friburgo fue apoyada por más de cincuenta expertos 
en derechos humanos.
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que “las violaciones de los derechos culturales provocan tensiones y conflictos de  identidad 
que son unas de las causas principales de la violencia, de las guerras y del  terrorismo”; se 
constata asimismo que “los derechos culturales han sido reivindicados  principalmente en 
el contexto de los derechos de las minorías y de los pueblos indígenas, y que es esencial ga-
rantizarlos de manera universal y, en particular, para las personas  desaventajadas”2.

Estos Derechos, considerados entonces como centrales para la dignidad humana, “deben  
garantizarse sin discriminación alguna por motivos de color, sexo, idioma, religión,  convicciones 
políticas o de cualquier otra índole, ascendencia, origen nacional o étnico, origen  o condición 
social, nacimiento o cualquier otra situación a partir de la cual la persona define su  identidad 
cultural”3. En el marco de esta Declaración se sostiene una concepción del término “Cultu-
ra” como el conjunto de “los valores, las creencias, las convicciones, los idiomas, los saberes 
y las artes, las  tradiciones, instituciones y modos de vida por medio de los cuales una persona 
o un grupo  expresa su humanidad y los significados que da a su existencia y a su desarrollo”. 
Ligado a esta  noción se afirma que por “identidad cultural” debe comprenderse al “conjun-
to de referencias  culturales por el cual una persona, individual o colectivamente, se define, se 
constituye,  comunica y entiende ser reconocida en su dignidad”, mientras que por “comunidad 
cultural” cabe entender a todo grupo de personas que comparten las referencias constitutivas 
de una  identidad cultural común, que desean preservar y desarrollar4.

El articulado de la Declaración de Friburgo remite a ligar los Derechos Culturales con 
ejes clave  como la identidad y los patrimonios culturales; su inserción en comunidades 
culturales; el  acceso y participación en la vida cultural; su conexión con la educación y 
formación; la  necesidad de información y comunicación; y la cooperación cultural5. Por 
otro lado, se lo  conecta con un conjunto de disposiciones referidas a principios de go-
bernanza democrática; la  inserción en la economía; la responsabilidad de los actores 
públicos y también de las  Organizaciones Internacionales6. En otros términos, pueden 
pensarse los Derechos Culturales como aquellos “derechos  relacionados con el arte y la 
cultura, entendidos en una amplia dimensión. Son derechos  promovidos para garantizar que 
las personas y las comunidades tengan acceso a la cultura y  puedan participar en aquella 
que sea de su elección. Son fundamentalmente derechos humanos para asegurar el disfru-
te de la cultura y de sus componentes en condiciones de  igualdad, dignidad humana y no 
discriminación. Son derechos relativos a cuestiones como la lengua; la producción cultural y 
artística; la participación en la cultura; el patrimonio cultural;  los derechos de autor; las mi-
norías y el acceso a la cultura, entre otros”7 

2	  Declaración de Friburgo, Considerandos.

3	  Declaración de Friburgo, Art. 1.

4	  Declaración de Friburgo, Art.2.

5	  Artículos 3 a 8 de la Declaración de Friburgo.

6	  Disposiciones de la Declaración de Friburgo en los art. 9 a 12.

7	  Definición de “derechos culturales” por parte de la Fundación Interarts https://culturalrights.net/es/principal.php?c=1 
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Derechos Culturales, respeto de los DDHH y protección de las Identidades Culturales: 
lo  común y lo diverso como articulación 

Los Derechos Culturales, como derecho a la cultura y de la cultura8, o por otra parte, el 
devenir  de las identidades culturales (según consta en la Declaración de Friburgo) se 
ligan a  numerosas reflexiones que emanan del discurso universal de los Derechos Hu-
manos. Esta  relación implica adentrarse en torno a los bienes comunes compartidos 
por los diversos grupos  en diferentes comunidades. La pregunta por la posible convi-
vencia y el necesario respeto por el derecho a manifestar, realizar y vivir las diferentes 
identidades culturales que anidan en el  mundo lleva a reflexionar sobre los límites de la 
autonomía y diferenciación posibles si se  abren paso visiones radicalizadas de las mis-
mas. Entrarán en tensión los argumentos de  planteos asimilacionistas que proponen 
una convivencia subalternizada y subordinada de los  grupos culturales minoritarios o 
minorizados por la cultura dominante (acogedora para los  casos de grupos sociocul-
turales receptivos de otros), tanto como los discursos ligados a un relativismo cultural 
promotores de tolerancias en las diferencias autonomizadas (que niegan  las asimetrías 
de poder cuando se dan las vinculaciones entre grupos culturales diversos). 

Puede pensarse una articulación posible entre las diferentes identidades culturales a 
partir del  respeto entre las mismas, como parte de los ejes asentados en torno a los 
bienes comunes que  emanan de la necesidad de realización de la dignidad de las per-
sonas y grupos como parte  sustancial de la efectivización de los Derechos Humanos. 
Así, con Mari Cruz Diaz de Terán Velazco (2016: 2369) se puede sostener que: “El respeto 
hacia los diferentes grupos culturales  se justifica porque (..) son vehículos o ambientes ne-
cesarios para la realización del bien  humano, en especial del bien humano común. Con otras 
palabras, el respeto del derecho de  los grupos a su identidad cultural se justifica en la medi-
da en que esa identidad se ordena a la  realización efectiva del bien humano” 

Ahora bien, cuando la defensa de la propia identidad cultural de grupo se ejerce aún con-
tra la  integridad cultural de otro grupo o población emergen tensiones que no pueden 
ser asumidas como parte de las posibilidades de la libertad del juego de las diversidades 
existentes. Allí se  debe tomar una posición que resguarde y limite el ejercicio extremo 
de un conjunto de  prácticas sociales que violenten la supervivencia y dignidad de la 
cultura otra, la identidad  cultural diferente (tanto personal como colectiva). Por ende 
“(s)i la manifestación cultural se  convierte en una manifestación deformada de violencia 
contra el ser humano no puede ser tolerada. Ella misma se convierte en intolerante, y, en 
consecuencia, intolerable. Precisamente  la existencia de lo intolerable es lo que da valor a 
lo que se puede tolerar. La universalidad de  los derechos humanos propone, por tanto, un 

8	  (Bayardo:2008)

9	  Mari Cruz Diaz de Teran Velazco (2016) Derechos humanos y Diversidad cultural. Reflexiones sobre algunos retos  de la sociedad 
actual, Biblioteca Jurídica virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM, México. Disponible en: http://biblio.juridicas.
unam.mx./bjv
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límite insuperable en el respeto a una  manifestación cultural: no se puede tolerar la cultura 
que viola la dignidad humana. Por eso  mismo, si un grupo cultural no se manifiesta como un 
ambiente propicio para el bien humano,  no puede justificar, de manera racional, su derecho 
a su identidad y a la defensa de sus  particularidades y modos de vida.”10 

La diversidad cultural y el respeto a las particularidades de las identidades culturales 
debe  articularse con el discurso de los DDHH como posibilitador de un conjunto de 
sentidos de base  sobre el cual sostener la articulación de las diferencias sin ejercicio de 
la violencia (y, en grado  extremo, el exterminio del otro). “La protección de la identidad 
cultural abarca exclusivamente  a aquellas pautas o manifestaciones que no lesionen la 
dignidad humana. Esta postura  supone admitir la existencia de algo común a todos los 
que pertenecen al género humano y  que justifica la denominación de derechos huma-
nos universales.”11 

Universalidad, Relativismo Cultural e Interculturalidad 

¿Cómo conjugar la universalidad de los DDHH con la Diversidad Cultural? Cabe pensar 
que la articulación de estas nociones no implican abogar ni por el Asimilacionismo ni por 
el Relativismo cultural del Multiculturalismo (asentado en teorías liberales contemporá-
neas). La  pluralidad de expresiones no pueden ser garantía en sí mismas de la diversi-
dad cultural cuando  se avanza sobre singularidades negando su propia identidad. Mu-
chas veces se propone  avanzar en la diversidad sin necesidad de lograr la articulación 
en la unidad. Retomando a Diaz  de Terán Velazco puede sostenerse que “(e)l relativismo 
aboga por tolerar –en este contexto  equivale a justificar- cada cultura por el simple hecho 
de existir; se inclina por acogerla tal y  como se manifiesta. Argumenta, desde una actitud 
neutral y acrítica, propia de la teoría liberal  moderna, que todas las culturas tienen la misma 
dignidad y pueden convivir”12. Y se  desprenden de sí misma una convivencia sin enfren-
tamientos culturales. Contingencia,  autorreferencialidad (sistemas cerrados), relativi-
dad, serían marcas de una producción  histórica y social de cada cultura. Pero al mismo 
tiempo cabe pensar que estas condiciones  niegan la variabilidad y diálogo cultural que 
se establece en la multiplicidad. “El relativismo va  más allá y sostiene la imposibilidad de 
reconstruir la pluralidad en unidad, de reencontrar en la  multiplicidad una verdad común”, 
negando así el diálogo intercultural y la posibilidad de  valores y normas universales, 
promoviendo entonces aislamiento y separación entre las  diversas comunidades..  

En esta visión de un relativismo cultural radical se dificulta el logro de una “universalidad 
de  los derechos” y “la propia noción de derechos humanos”, aceptando la imposición de la  
colectividad por sobre los derechos individuales, reforzando los poderes autoritarios. 
Los  derechos de las personas se verían así sometidos a imposiciones de órdenes so-

10	  Idem. Ant, pág.236.

11	  Idem. Ant. Pág. 237.

12	  Idem. Ant, pág.238.
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ciales,  tradiciones y valores codificados culturales. El respeto a la dignidad de la perso-
na debería ser  pensado como un bien intracultural, que requiere el reconocimiento de 
identidad antropológica, dado que ninguna condición de extranjeridad, lengua, idioma, 
valoración ética,  es incomprensible e incomunicable, y por ende, posible de ser tradu-
cida y compartida en una  relación social dialógica. Convivencia humana y pluralidad 
implican sociabilidad e  individualidad, apertura al entendimiento y diálogo asentados 
en la interculturalidad, donde se  articulan lo particular y lo común de la producción vital 
humana. Un bien común dinámico que  potencie subjetividades y no niegue diferencias 
y particularidades subsumidas en  generalidades o intereses generales. Horizonte de 
comunidad que va más allá de  individualismos y colectivismos excluyentes, y se asienta 
en la discursividad de los Derechos  Humanos como concepción y capacidad racional 
justificable para el logro de aglutinación de  diversas culturas.13 

“La construcción de una sociedad intercultural en la que quepan las diversas manifestaciones  
culturales exige un fondo de referencia común, a partir del cual pueda edificarse una  convi-
vencia armónica. Sólo así se podrán proponer principios válidos en todas las culturas,  aptos 
para aplicarse y superar la pretendida heterogeneidad e inconmensurabilidad de las  distintas 
identidades culturales”. La protección de la dignidad y resguardo de los derechos  huma-
nos deberían ser la base de la convivencia social plural. En la medida que se promueve  
activamente las diferentes identidades culturales de los grupos sociales se vela por el 
respeto,  en tanto límites y promoción activa, de las diversas expresiones asentadas 
en la igualdad y las  diferencias de la dignidad humana. El discurso de los Derechos 
Humanos obra como base de la  interculturalidad y respeto por la diversidad cultural, 
en la medida que los derechos se  constituyen en universales por los valores que las 
comunidades se representan en ellos. Así,  “(l)os derechos se justifican en consideraciones 
universales que guardan relación con la  dignidad humana: el respeto a valores como la vida 
humana, la libertad, el bienestar, la  solidaridad y la justicia”14

Derechos Culturales, Diversidad y Buen Vivir 

Junto con los valores de la dignidad humana contenidos en las declaraciones de los De-
rechos  Humanos y los Derechos Culturales cabe pensar y articular los mismos con dos 
nociones emanadas del sentí-pensamiento indigenista latinoamericano. Una de estas 
nociones deviene de la lengua Quechua y la otra del Aymara: Sumac Camaña y Sumac 
Caisai, respectivamente. Estas palabras clave se encuentran incorporadas en las cons-
tituciones de Bolivia y de Ecuador, y representan las nociones traducidas al lenguaje 
castellano como Buen Vivir o Buena Vida. En  este marco, debe recordarse así que la 
vivencia y respeto de la diversidad cultural implica  referirse no solamente a una visión 
restrictiva de los Derechos Humanos, sino a una visión que  también incorpora a las 

13	  Idem. Ant, pág.241.

14	  Idem. Ant. Pág. 242
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Culturas junto a los Derechos de la Naturaleza15 (de allí que al referirnos al Pacto de los 
DESC hoy se agregue el derecho al Ambiente y los mismos sean  mencionados como 
DESCA). ¿Por qué entonces ligar a la Cultura con los derechos de la Naturaleza? Porque 
en estos Pueblos no se concibe a la naturaleza como algo separado de los  seres huma-
nos y sus culturas, ni se concibe a la naturaleza como un recurso, algo de lo cual  extraer 
sin límites y sin ningún tipo de consecuencia. El vínculo signado como sagrado que se  
plantea con la naturaleza justamente afirma que el crecimiento y desarrollo económico 
tiene  límites, no todo puede ser concebido como recurso, no todo tiene que ser explota-
do. Lo  humano está contenido en un marco más amplio que es natural y con relación a 
ese esquema es que deben plantearse los derechos. Por ende, no se trata simplemente 
de referirse  solamente a los derechos humanos sino también a derechos de la natura-
leza, espacios donde  se realizan las identidades culturales16. 

Derechos y Políticas Culturales en las Sociedades Contemporáneas 

Pensar entonces el derecho a la cultura, la identidad, la vivencia de la diversidad, implica  
reconocer el ejercicio pleno de los Derechos Humanos y su ligazón con la Intercultu-
ralidad y el  Buen Vivir en pos del logro de justicia y un desarrollo integral de nuestras 
sociedades. El  devenir de las políticas culturales17 contemporáneas implican entonces 
articular las nociones y  prácticas de estos ejes y universos de sentido aquí abordados. 
Siguiendo a Bayardo (2008) “(p)uede pensarse actualmente en la emergencia de una cuarta 
generación de políticas  culturales, centrada en la promoción de la diversidad cultural y de 
la justicia social, lo que  entraña el reconocimiento de comunidades coincidentes o no con 
las nacionales, y la puesta  en ejercicio del pluralismo.” El reconocimiento de los Derechos 
Culturales como parte de los  DDHH se convierten así en fundamentos de las Políticas 
Culturales posibilitadoras de la  realización (no sin tensiones entre particularidades y 
universalismos) de la Diversidad Cultural  y el Buen Vivir, como horizontes de sentido 
teórico y práctico para el logro de un desarrollo integral y pleno de los Pueblos, Naciones 
y grupos socioculturales en el sistema-mundo  complejo y global que habitamos

15	  Bayardo (2013) “ Tiene que ver también con esa cuestión Quechua del “no mientas, no robes, no seas flojo”. Y tiene que ver 
también con una idea de que se trata no solamente de derechos humanos sino derechos de la naturaleza.”, en: Bosisio, W., Napoli, 
B.; Perosino, C.(2013) “Derechos Humanos, Economía, Política y Sistema Financiero: ciclo de seminarios y conferencias en la CNV : 
aportes a la construcción democrática en las sociedades contemporánea”, Edición CNV, Bs. As.

16	  Entre esos Derechos de la Naturaleza, entendidos como derechos de tercera generación, está la concepción  también polí-
tica y cultural que podemos ligar a otro modelo de desarrollo post-capitalista donde se propone “que se  preserve, de que se conserve, 
de que no haya que explotarlo absolutamente todo, o que haya que explotar  desmedidamente, sin medir consecuencias” (Bayardo, en: 
Bosisio, W., Napoli, B.; Perosino, C. (2013). Derechos  Humanos, Economía, Política y Sistema Financiero: ciclo de seminarios y conferencias 
en la CNV: aportes a la  construcción democrática en las sociedades contemporáneas, Edición CNV, Bs. As.).

17	  Siguiendo a Garcia Canclini (1987), se entiende por políticas culturales “el conjunto de intervenciones  realizadas por el Estado, 
las instituciones civiles y los grupos comunitarios organizados a fin de orientar  el desarrollo simbólico, satisfacer las necesidades culturales 
de la población y obtener consenso para un  tipo de orden o de transformación social”.
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La respuesta al interrogante sobre cómo consolidar los Derechos Culturales en el marco 
de una política de derechos humanos, se construye sobre un itinerario histórico, político 
y jurídico que ha contribuido a dotarlos de la enorme proyección a futuro que, a nuestro 
criterio, hoy poseen. Si, por un lado han sido soslayados en los instrumentos internacio-
nales de derechos humanos, que los reducen al derecho individual de participar en la vida 
cultural y de los beneficios del progreso científico; por el otro, han alcanzado un notable 
protagonismo en el terreno de las luchas políticas y sociales (Noel, 2016). Los Derechos 
Culturales requieren para su concreción de un complejo entramado de derechos deri-
vados y de garantías jurídicas, políticas y sociales que viabilice el empoderamiento de 
individuos y grupos, de manera tal que les resulte posible la construcción de referencias 
simbólicas, de prácticas y de bienes culturales, así como su transmisión transgeneracio-
nal, en un círculo virtuoso que alimente el nacimiento un nuevo proceso cultural. Es así 
como las generaciones futuras devienen sujetos titulares de los Derechos Culturales.

No es posible avanzar hacia la vigencia plena de los Derechos Culturales sin partir del 
reconocimiento de las profundas diferencias en el acceso a bienes y prácticas culturales, 
y sin advertir que las desigualdades sociales son culturalmente construidas, lo que nos 
conduce inexorablemente a la necesidad de ampliar o expandir el campo de los Dere-
chos Culturales. Para su consolidación, es necesario reconocer, identificar y proteger las 
dimensiones culturales de todos los derechos humanos Como afirma Touraine (2000), 
“la lucha social hoy, es por los derechos culturales”. Si pensamos en las prácticas discri-
minatorias sustentadas en desigualdades de género, etnicidad, origen nacional y clase 
social, entre otras, resulta evidente su imbricación con construcciones culturales. Así, 
gran parte de las luchas actuales por la inclusión y la igualdad se expresan en términos 
de Derechos Culturales, dado que se relacionan con reivindicaciones ejercidas colectiva-
mente y relacionadas con imaginarios, identidades y modos de vida, que garantizan, de 
un modo u otro, el acceso a todos los derechos humanos.

En nuestras investigaciones sobre el tema, hemos definido el derecho humano al(os) 
patrimonio(s) culturale(s), como: “una construcción social, a partir de un proceso de selec-
ción simbólica, emocional e intelectual de bienes y prácticas culturales, que son continuamen-
te  re significados, reapropiados y valorizados como referentes de identidad y de pasado de 
una comunidad, con la intención de ser transmitidos. Ese proceso de selección significativa se 
desarrolla mediante mecanismos de consenso y disputa entre diversos sectores sociales, de 
modo tal que el patrimonio puede desempeñar una función legitimadora o impugnadora de 
los discursos hegemónicos sobre las memorias e identidades de la comunidad que lo constru-
ye y le otorga sentido” (Colombato, 2016).

Si bien la definición citada refiere a un aspecto específico de los Derechos Culturales, nos 
permite comprender los procesos culturales desde una perspectiva reguladora, esto 
es, conservadora del orden monocultural hegemónico existente, o de una perspectiva 
emancipadora. Esta última supone la apertura de espacios de subjetividad, ciudadanía, 
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universos simbólicos diversos y agendas políticas alternativas (Herrera Flores, 2005, 
136). Es aquí donde se articula la dimensión política de los procesos culturales. De este 
modo, la cultura es el espacio en el que se construye la hegemonía, pero también la zona 
en que nacen los procesos contrahegemónicos. 

Nuestra propuesta se orienta a fortalecer el rol que los derechos culturales pueden ocupar en 
un proyecto emancipador intercultural de derechos humanos, a partir de dos claves:

Primera clave: Los Derechos Culturales y los espacios públicos

A la hora de pensar los Derechos Culturales en su interdependencia con el Derecho a la 
Ciudad, la gestión de los espacios públicos es un aspecto clave. La Relatora de Naciones 
Unidas en la órbita de los Derechos Culturales Karima Bennoune, ha definido en su in-
forme de 201911 a estos espacios utilizando el plural, para subrayar su diversidad, como:  
lugares de propiedad pública22 y accesibles para todas las personas sin discriminación, 
donde estas pueden participar en el proyecto de crear una sociedad basada en los dere-
chos humanos, la igualdad y la dignidad, donde  pueden encontrar formas de desarro-
llar la convivencia, construir lo que tienen en común y compartir su humanidad común, 
pero sin dejar de fomentar y expresar su propia identidad. Entre ellos figuran los sitios 
culturales, al igual que los espacios abiertos, naturales, virtuales, urbanos y rurales, las 
instalaciones públicas y las calles. Estos espacios son intrínsecamente diversos y los 
comparten muchas personas, tanto de manera colectiva como individual. 

Desde esta perspectiva, los espacios públicos constituyen un lugar de encuentro en el 
que se posibilita la construcción y transmisión de sentidos de identidad y de pasado, 
así como la expresión y la creación artísticas. El diseño, la implementación y la evalua-
ción de políticas públicas integrales, basadas en derechos humanos en lo referido a la 
creación, la gestión y el disfrute de espacios públicos requiere de la superación de va-
rias restricciones. En Global Public Space Toolkit —una guía elaborada por ONU Hábitat 
para convertir los principios mundiales en prácticas locales— se señalan, entre otras: 
la creciente mercantilización de la sociabilidad urbana, la inversión cada vez menor en 
espacios públicos y la inseguridad de esos espacios.

Además de la superación de las mentadas restricciones, es necesario reevaluar periódi-
camente el uso de los espacios culturales, para evitar que estos transmitan un mensaje 
contrario a los derechos humanos o sean excluyentes (Bennoune, 2019, párr. 34).

1	 Relatoría especial sobre los derechos culturales. Informe temático relativo a los espacios públicos, 2019. Disponible en 
https://undocs.org/es/A/74/255

2	 En el mismo informe (párrafo 9), la Relatora expresa también su preocupación por  los espacios de propiedad privada y de 
uso público, que a veces funcionan como espacios públicos. “Entre ellos se incluyen los centros comerciales utilizados por la gente 
como espacios de ocio y reunión, así como los espacios en torno a los pozos de aldea en las zonas rurales, ubicados en propiedad 
privada, pero con un derecho consuetudinario para acceso y uso público. (…) Esos espacios deben respetarse, pero también se 
rigen por las normas de derechos humanos, como la prohibición de la discriminación, en particular contra las mujeres.



# 3  |  O C T U B R E  2 0 2 0    C U LT U R A  |  D o c u m e n t o s  d e  t r a b a j o  s o b r e  p r o b l e m á t i c a s  c o m u n e s  a l  A M B A

F U N D A C I Ó N  U R B E 65

Segunda clave: Los Derechos Culturales y los mecanismos de participación ciudadana

Los Derechos Culturales que subrayan su dimensión colectiva, como el derecho a la pre-
servación de la memoria histórica, el derecho a los patrimonios culturales, el derecho al 
paisaje urbano, entre otros, requieren de la innovación para garantizar la participación 
de individuos y grupos en la selección, interpretación, conservación y gestión de los si-
tios de memoria, los patrimonios culturales y el paisaje urbano. Esto implica generar 
“procesos de legitimación a través de consensos exigentes, no presupuestos sino renovados 
en forma continua y cotidiana a través de la codecisión con la ciudadanía” (Médici, 2011: 
232-233). Por las razones expresadas en el punto anterior, se trata de derechos in-
terdependientes al de participación democrática, en sus diversos grados de coopera-

ción e interacción ciudadana, a saber: a) la 
participación como derecho de acceso a la 
información, b) la participación como con-
sulta, c) la participación como co-decisión y 
d) la participación como co-gestión (Médici, 
2011: 234). 

Una gestión de los Derechos Culturales en 
clave de derechos humanos requiere, enton-
ces, generar espacios de participación política 
para garantizar el acceso, especialmente a los 
grupos más vulnerados. Ello supone recono-
cer la diversidad de actores, la pluralidad de 
demandas y la existencia de factores que ob-
turan su desarrollo y que es necesario desar-
ticular, a través de la generación de una nueva 
institucionalidad democrática y participativa. 

“Los Derechos Culturales que 
subrayan su dimensión colectiva, 
como el derecho a la preservación 
de la memoria histórica, el 
derecho a los patrimonios 
culturales, el derecho al paisaje 
urbano, entre otros, requieren 
de la innovación para garantizar 
la participación de individuos 
y grupos en la selección, 
interpretación, conservación y 
gestión de los sitios de memoria, 
los patrimonios culturales y el 
paisaje urbano.”
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Los presentes Documentos de trabajo constituyen un esfuerzo programático colectivo 
mediante el cual los equipos técnicos de la Fundación Urbe pretenden incidir sobre las 
agendas y el estado de la discusión sobre las principales problemáticas que afectan al Área 
Metropolitana de Buenos Aires y su comunidad. Se reciben propuestas para participar de 
los números futuros a dossier@urbe.com.ar
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